
 

 

Sentencia C-022/21 

 

 
 

Referencia: Expediente D-13.743 

 

Demanda de inconstitucionalidad contra 

la Ley 1996 de 2019 "Por medio de la 

cual se establece el régimen para el 

ejercicio de la capacidad legal de las 

personas con discapacidad mayores de 

edad". 

 

Magistrada Sustanciadora 

CRISTINA PARDO SCHLESINGER 

 

 

Bogotá, D.C., cuatro (4) de febrero de dos mi veintiuno (2021). 

 

 

La Sala Plena de la Corte Constitucional, en ejercicio de sus atribuciones 

constitucionales y en cumplimiento de los requisitos y trámites establecidos, 

en el Decreto 2067 de 1991, ha proferido la siguiente 

 

SENTENCIA 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. En ejercicio de la acción pública de inconstitucionalidad establecida en los 

artículos 241 y 242 de la Constitución Política, el ciudadano Edier Esteban 
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Manco Pineda demandó la Ley 1996 de 2019 "Por medio de la cual se 

establece el régimen para el ejercicio de la capacidad legal de las personas 

con discapacidad mayores de edad". La demanda fue radicada con el número 

D-13.743.  

 

2. La Sala Plena en sesión del veintisiete (27) de mayo de dos mil veinte 

(2020), previo sorteo de rigor remitió el asunto al Despacho de la suscrita 

Magistrada para impartir el trámite correspondiente.1 

 

3. Mediante auto del 12 de junio de 2010, teniendo en cuenta lo establecido 

por la Sala Plena en el Auto 121 de 2020, la magistrada admitió el cargo 

formulado por el actor contra la integralidad de la Ley 1996 de 2019 por 

desconocer presuntamente los artículos 152 y 153 de la Constitución Política.  

 

En este mismo auto el despacho procedió a: (i) comunicar el presente proceso 

a la Presidencia de la República, al Presidente del Senado, al Presidente de la 

Cámara de Representantes del Congreso de la República, al Ministerio de 

Justicia y del Derecho y al Ministerio de Salud y Protección Social, para que 

en el término establecido en el artículo 11 del Decreto 2067 de 1991, 

expresaran lo que estimaran conveniente; (ii) fijar en lista la norma acusada, 

por el término de diez (10) días, con el fin de otorgar la oportunidad a todos 

los ciudadanos de impugnarla o defenderla, de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 7 del Decreto 2067 de 1991; (iii) invitar a la Defensoría del 

Pueblo –Delegadas para la Salud, la Seguridad Social y la Discapacidad e 

Infancia, la Juventud y Adulto Mayor-, a PAIIS – Programa de Acción por la 

Igualdad y la Inclusión Social,  a la Fundación Saldarriaga Concha, al 

Instituto Nacional de Sordos – INSOR, al Instituto Nacional para Ciegos – 

INCI, a las Facultades de Derecho de la Pontificia Universidad Javeriana, 

Universidad Libre, la Universidad de Los Andes, la Universidad del Rosario 

–Grupo de Acciones Públicas-, la Icesi de Cali –Grupo de Acciones Públicas-

, la Universidad del Norte, la Universidad de Antioquia, la Universidad de 

Caldas y la Universidad del Cauca, para que, si lo estimaban conveniente, 

intervinieran en este proceso de constitucionalidad dentro del término de 

fijación en lista; y finalmente, (vi) dar traslado de la presente demanda al 

señor Procurador General de la Nación para que rindiera el concepto de su 

cargo en los términos que le concede la ley (art. 7o. Decreto 2067 de 1991). 

 

                                                           
1 Fue remitido al despacho el 29 de mayo de 2020 por la Secretaría General.  
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4. A continuación se transcribirá la norma cuyo cargo fue admitido por el 

despacho sustanciador.   

 

II. NORMA DEMANDADA 

 

LEY 1996 DE 2019 
(agosto 26) 

Diario Oficial No. 51.057 de 26 de agosto 2019 

RAMA LEGISLATIVA – PODER PÚBLICO 
Por medio de la cual se establece el régimen para el ejercicio de la capacidad 

legal de las personas con discapacidad mayores de edad. 

El Congreso de Colombia 

 

DECRETA: 

 

CAPÍTULO I. 

DISPOSICIONES GENERALES. 

 

ARTÍCULO 1o. OBJETO. La presente ley tiene por objeto establecer 

medidas específicas para la garantía del derecho a la capacidad legal plena de 

las personas con discapacidad, mayores de edad, y al acceso a los apoyos que 

puedan requerirse para el ejercicio de la misma. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 
ARTÍCULO 2o. INTERPRETACIÓN NORMATIVA. La presente ley 

debe interpretarse conforme a la Convención de Naciones Unidas sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad y los demás pactos, convenios y 

convenciones internacionales sobre derechos humanos aprobados por 

Colombia que integren el bloque de constitucionalidad y la Constitución 

colombiana. 

No podrá restringirse o menoscabar ninguno de los derechos reconocidos y 

vigentes en la legislación interna o en instrumentos internacionales, aduciendo 

que la presente ley no los reconoce o los reconoce en menor grado. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 
ARTÍCULO 3o. DEFINICIONES. Para efectos de la presente ley, se 

utilizarán las siguientes definiciones: 

1. Actos jurídicos. Es toda manifestación de la voluntad y preferencias de una 

persona encaminada a producir efectos jurídicos. 

2. Actos jurídicos con apoyos. Son aquellos actos jurídicos que se realizan por 

la persona titular del acto utilizando algún tipo de apoyo formal. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
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3. Titular del acto jurídico. Es la persona, mayor de edad, cuya voluntad y 

preferencias se manifiestan en un acto jurídico determinado. 

4. Apoyos. Los apoyos de los que trata la presente ley son tipos de asistencia 

que se prestan a la persona con discapacidad para facilitar el ejercicio de su 

capacidad legal. Esto puede incluir la asistencia en la comunicación, la 

asistencia para la comprensión de actos jurídicos y sus consecuencias, y la 

asistencia en la manifestación de la voluntad y preferencias personales. 

5. Apoyos formales. Son aquellos apoyos reconocidos por la presente ley, que 

han sido formalizados por alguno de los procedimientos contemplados en la 

legislación nacional, por medio de los cuales se facilita y garantiza el proceso 

de toma de decisiones o el reconocimiento de una voluntad expresada de 

manera anticipada, por parte del titular del acto jurídico determinado. 

6. Ajustes razonables. Son aquellas modificaciones y adaptaciones que no 

impongan una carga desproporcionada o Indebida, cuando se requieran en un 

caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce o 

ejercicio, en igualdad de condiciones que las demás, de todos los derechos 

humanos y libertades fundamentales. 

7. Valoración de apoyos. Es el proceso que se realiza, con base en estándares 

técnicos, que tiene como finalidad determinar cuáles son los apoyos formales 

que requiere una persona para tomar decisiones relacionadas con el ejercicio 

de su capacidad legal. 

8. Comunicación. El concepto de comunicación se utilizará en la presente ley 

para incluir sus distintas formas, incluyendo pero no limitado a, la lengua de 

señas colombiana, la visualización de textos, el braille, la comunicación táctil, 

los macrotipos, los dispositivos multimedia de fácil acceso, así como el 

lenguaje escrito, los sistemas auditivos, el lenguaje sencillo, los medios de 

voz digitalizada y otros modos, medios y formatos aumentativos o 

alternativos de comunicación, incluida la tecnología de la información y las 

comunicaciones de fácil acceso. 

9. Conflicto de interés. Situación en la cual un interés laboral, personal, 

profesional, familiar o de negocios de una persona, puede llegar a afectar el 

desempeño y/o las decisiones imparciales y objetivas de sus funciones. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 
ARTÍCULO 4o. PRINCIPIOS. Los siguientes principios guiarán la 

aplicación y la interpretación de la presente ley, en concordancia con los 

demás principios establecidos en la Convención sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad, con el fin de garantizar la efectiva realización del 

derecho a la capacidad legal de las personas con discapacidad. 

1. Dignidad. En todas las actuaciones se observará el respeto por la dignidad 

inherente a la persona con discapacidad como ser humano. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
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2. Autonomía. En todas las actuaciones se respetará el derecho de las personas 

a autodeterminarse, a tomar sus propias decisiones, a equivocarse, a su 

independencia y al libre desarrollo de la personalidad conforme a la voluntad, 

deseos y preferencias propias, siempre y cuando estos, no sean contrarios a la 

Constitución, a la ley, y a los reglamentos internos que rigen las entidades 

públicas y privadas. 

3. Primacía de la voluntad y preferencias de la persona titular del acto 

jurídico. Los apoyos utilizados para celebrar un acto jurídico deberán siempre 

responder a la voluntad y preferencias de la persona titular del mismo. En los 

casos en los que, aun después de haber agotado todos los ajustes razonables 

disponibles, no sea posible establecer la voluntad y preferencias de la persona 

de forma inequívoca, se usará el criterio de la mejor interpretación de la 

voluntad, el cual se establecerá con base en la trayectoria de vida de la 

persona, previas manifestaciones de la voluntad y preferencias en otros 

contextos, información con la que cuenten personas de confianza, la 

consideración de sus preferencias, gustos e historia conocida, nuevas 

tecnologías disponibles en el tiempo, y cualquier otra consideración pertinente 

para el caso concreto. 

4. No discriminación. En todas las actuaciones se observará un trato 

igualitario a todas las personas sin discriminación por ningún motivo, 

incluyendo raza, etnia, religión, credo, orientación sexual, género e identidad 

de género o discapacidad. 

5. Accesibilidad. En todas las actuaciones, se identificarán y eliminarán 

aquellos obstáculos y barreras que imposibiliten o dificulten el acceso a uno o 

varios de los servicios y derechos consagrados en la presente ley. 

6. Igualdad de oportunidades. En todas las actuaciones se deberá buscar la 

remoción de obstáculos o barreras que generen desigualdades de hecho que se 

opongan al pleno disfrute de los derechos de las personas con discapacidad. 

7. Celeridad. Las personas que solicitan apoyos formales para tomar 

decisiones jurídicamente vinculantes, tienen derecho a acceder a estos sin 

dilaciones injustificadas, por lo que los trámites previstos en la presente ley 

deberán tener una duración razonable y se observarán los términos procesales 

con diligencia. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 

ARTÍCULO 5o. CRITERIOS PARA ESTABLECER 

SALVAGUARDIAS. Las salvaguardias son todas aquellas medidas 

adecuadas y efectivas relativas al ejercicio de la capacidad legal, usadas para 

impedir abusos y garantizar la primacía de la voluntad y preferencias de la 

persona titular del acto jurídico, de conformidad con el derecho internacional 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
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en materia de derechos humanos. Todas estas deberán regirse por los 

siguientes criterios: 

1. Necesidad. Habrá lugar a los apoyos solo en los casos en que la persona 

titular del acto jurídico los solicite o, en los que, aun después de haber 

agotado todos los ajustes razonables disponibles y medidas de apoyo, no sea 

posible establecer de forma inequívoca la voluntad y preferencias de la 

persona titular del acto jurídico. 

2. Correspondencia. Los apoyos que se presten para tomar decisiones deben 

corresponder a las circunstancias específicas de cada persona. 

3. Duración. Los apoyos utilizados para celebrar un determinado acto jurídico 

deberán ser instituidos por períodos de tiempo definidos y podrán ser 

prorrogados dependiendo de las necesidades de la persona titular del mismo. 

Ningún apoyo podrá establecerse por períodos superiores a los establecidos en 

la presente ley. 

4. Imparcialidad. La persona o personas que presten apoyo para la realización 

de actos jurídicos deben, en el ejercicio de sus funciones como apoyo, obrar 

de manera ecuánime en relación con dichos actos. Ello implica, entre otras 

cosas, que las personas que prestan apoyo deben actuar en congruencia con lo 

establecido en el numeral 2 del artículo 4o de la presente ley, respetando 

siempre la voluntad y preferencias de la persona titular del acto jurídico, con 

independencia de si quien presta apoyo considera que debería actuar de otra 

manera, respetando también el derecho a tomar riesgos y cometer errores. Así 

mismo, las personas que prestan el apoyo no podrán influenciar 

indebidamente la decisión. Se considera que hay influencia indebida cuando 

la calidad de la interacción entre la persona que presta el apoyo y la que lo 

recibe presenta señales de miedo, agresión, amenaza, engaño o manipulación. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 
ARTÍCULO 6o. PRESUNCIÓN DE CAPACIDAD. Todas las personas 

con discapacidad son sujetos de derecho y obligaciones, y tienen capacidad 

legal en igualdad de condiciones, sin distinción alguna e independientemente 

de si usan o no apoyos para la realización de actos jurídicos. 

En ningún caso la existencia de una discapacidad podrá ser motivo para la 

restricción de la capacidad de ejercicio de una persona. 

La presunción aplicará también para el ejercicio de los derechos laborales de 

las personas con discapacidad, protegiendo su vinculación e inclusión laboral. 

PARÁGRAFO. El reconocimiento de la capacidad legal plena previsto en el 

presente artículo aplicará, para las personas bajo medidas de interdicción o 

inhabilitación anteriores a la promulgación de la presente ley, una vez se 

hayan surtido los trámites señalados en el artículo 56 de la misma. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#4
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html#56
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
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ARTÍCULO 7o. NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES. Las personas con 

discapacidad que no hayan alcanzado la mayoría de edad tendrán derecho a 

los mismos apoyos consagrados en la presente ley para aquellos actos 

jurídicos que la ley les permita realizar de manera autónoma y de 

conformidad con el principio de autonomía progresiva, o en aquellos casos en 

los que debe tenerse en cuenta la voluntad y preferencias del menor para el 

ejercicio digno de la patria potestad. 

 

CAPÍTULO II. 

MECANISMOS PARA EL EJERCICIO DE LA CAPACIDAD LEGAL 

Y PARA LA REALIZACIÓN DE ACTOS JURÍDICOS. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 

ARTÍCULO 8o. AJUSTES RAZONABLES EN EL EJERCICIO DE LA 

CAPACIDAD LEGAL. Todas las personas con discapacidad, mayores de 

edad, tienen derecho a realizar actos jurídicos de manera independiente y a 

contar con las modificaciones y adaptaciones necesarias para realizar los 

mismos. La capacidad de realizar actos jurídicos de manera independiente se 

presume. 

La necesidad de ajustes razonables para la comunicación y comprensión de la 

información, no desestima la presunción de la capacidad para realizar actos 

jurídicos de manera independiente. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 

ARTÍCULO 9o. MECANISMOS PARA ESTABLECER APOYOS 

PARA LA REALIZACIÓN DE ACTOS JURÍDICOS. Todas las personas 

con discapacidad, mayores de edad, tienen derecho a realizar actos jurídicos 

de manera independiente y a contar con apoyos para la realización de los 

mismos. 

Los apoyos para la realización de actos jurídicos podrán ser establecidos por 

medio de dos mecanismos: 

1. A través de la celebración de un acuerdo de apoyos entre la persona titular 

del acto jurídico y las personas naturales mayores de edad o personas jurídicas 

que prestarán apoyo en la celebración del mismo; 

2. A través de un proceso de jurisdicción voluntaria o verbal sumario, según 

sea el caso, para la designación de apoyos, denominado proceso de 

adjudicación judicial de apoyos. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 
ARTÍCULO 10. DETERMINACIÓN DE LOS APOYOS. La naturaleza de 

los apoyos que la persona titular del acto jurídico desee utilizar podrá 

establecerse mediante la declaración de voluntad de la persona sobre sus 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
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necesidades de apoyo o a través de la realización de una valoración de 

apoyos. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 
ARTÍCULO 11. VALORACIÓN DE APOYOS. La valoración de apoyos 

podrá ser realizada por entes públicos o privados, siempre y cuando sigan los 

lineamientos y protocolos establecidos para este fin por el ente rector de la 

Política Nacional de Discapacidad. Cualquier persona podrá solicitar de 

manera gratuita el servicio de valoración de apoyos ante los entes públicos 

que presten dicho servicio. En todo caso, el servicio de valoración de apoyos 

deberán prestarlo, como mínimo, la Defensoría del Pueblo, la Personería, los 

entes territoriales a través de las gobernaciones y de las alcaldías en el caso de 

los distritos. 

Los entes públicos o privados solo serán responsables de prestar los servicios 

de valoración de apoyos, y no serán responsables de proveer los apoyos 

derivados de la valoración, ni deberán considerarse responsables por las 

decisiones que las personas tomen, a partir de la o las valoraciones realizadas. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 

ARTÍCULO 12. LINEAMIENTOS Y PROTOCOLOS PARA LA 

REALIZACIÓN DE VALORACIÓN DE APOYOS. El Gobierno nacional, 

a través del ente rector del Sistema Nacional de Discapacidad, en un plazo no 

superior a un (1) año contado a partir de la promulgación de la presente ley, y 

previo concepto del Consejo Nacional de Discapacidad, expedirá los 

lineamientos y el protocolo nacional para la realización de la valoración de 

apoyos, referida en el artículo 11, los cuales deben actualizarse 

periódicamente. Adicionalmente, aprobará y ejecutará un plan de capacitación 

sobre los mismos, previo concepto del Consejo Nacional de Discapacidad, 

dirigido a las entidades públicas encargadas de realizar valoraciones de 

apoyos. 

PARÁGRAFO. Para la construcción de estos lineamientos se contará con la 

participación de las entidades a las que se refiere el artículo 11 de la presente 

ley y se garantizará la participación de las organizaciones de y para personas 

con discapacidad. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 

ARTÍCULO 13. REGLAMENTACIÓN DE LA PRESTACIÓN DEL 

SERVICIO DE VALORACIÓN DE APOYOS. El ente rector del Sistema 

Nacional de Discapacidad, en un plazo no superior a dieciocho (18) meses 

contados a partir de la promulgación de la presente ley, y previo concepto del 

Consejo Nacional de Discapacidad, reglamentará la prestación de servicios de 

valoración de apoyos que realicen las entidades públicas y privadas. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#11
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#11
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
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La elaboración de la reglamentación deberá contar con la participación de las 

entidades públicas que prestarán los servicios de valoración, así como de las 

organizaciones de y para personas con discapacidad. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 
ARTÍCULO 14. DEFENSOR PERSONAL. En los casos en que la persona 

con discapacidad necesite apoyos, pero no tenga personas de confianza a 

quién designar con este fin, el juez de familia designará un defensor personal, 

de la Defensoría del Pueblo, que preste los apoyos requeridos para la 

realización de los actos jurídicos que designe el titular. 

 

CAPÍTULO III. 

ACUERDOS DE APOYO PARA LA CELEBRACIÓN DE ACTOS 

JURÍDICOS. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 
ARTÍCULO 15. ACUERDOS DE APOYO. Los acuerdos de apoyo son un 

mecanismo de apoyo formal por medio del cual una persona, mayor de edad, 

formaliza la designación de la o las personas, naturales o jurídicas, que le 

asistirán en la toma de decisiones respecto a uno o más actos jurídicos 

determinados. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 

ARTÍCULO 16. ACUERDOS DE APOYO POR ESCRITURA 

PÚBLICA ANTE NOTARIO. Los acuerdos de apoyo deberán constar en 

escritura pública suscrita por la persona titular del acto jurídico y la o las 

personas naturales mayores de edad o jurídicas que actúen como apoyos, 

conforme a las reglas contenidas en el Decreto número 960 de 1970 y 

aquellas normas que lo modifiquen, adicionen o sustituyan. 

Previo a la suscripción del acuerdo, el notario deberá entrevistarse por 

separado con la persona titular del acto jurídico y verificar que el contenido 

del acuerdo de apoyo se ajuste a su voluntad, preferencias y a la ley. 

Es obligación del notario garantizar la disponibilidad de los ajustes razonables 

que puedan requerirse para la comunicación de la información relevante, así 

como para satisfacer las demás necesidades particulares que la persona 

requiera para permitir su accesibilidad. 

Con anterioridad a la suscripción del acuerdo, el notario deberá poner de 

presente a la o las personas de apoyo las obligaciones legales que adquieren 

con la persona titular del acto jurídico y dejar constancia de haberlo hecho. 

PARÁGRAFO 1o. La autorización de la escritura pública que contenga los 

acuerdos de apoyo causará, por concepto de derechos notariales, la tarifa 

fijada para los actos sin cuantía. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_0960_1970.html#Inicio
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PARÁGRAFO 2o. El Ministerio de Justicia y del Derecho, en un plazo no 

superior a un (1) año contado a partir de la promulgación de la presente ley, 

diseñará e implementará un plan de formación a notarías sobre el contenido 

de la presente ley y sus obligaciones específicas en relación con los acuerdos 

de apoyo. Cumplido el anterior plazo, el presente artículo entrará en vigencia. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 

ARTÍCULO 17. ACUERDOS DE APOYO ANTE CONCILIADORES 

EXTRAJUDICIALES EN DERECHO. Los acuerdos de apoyo podrán 

realizarse ante los conciliadores extrajudiciales en derecho inscritos en los 

centros de conciliación. Durante la conciliación, el conciliador deberá 

entrevistarse por separado con la persona titular del acto y verificar que es su 

voluntad suscribir el acuerdo de apoyos. 

Es obligación del centro de conciliación garantizar la disponibilidad de los 

ajustes razonables que puedan requerirse para la comunicación de la 

información relevante, así como para satisfacer las demás necesidades 

particulares que la persona requiera para permitir su accesibilidad. 

Durante el trámite, el conciliador deberá poner de presente a la o las personas 

de apoyo las obligaciones legales que adquieren con la persona titular del acto 

jurídico y dejar constancia de haberlo hecho. 

PARÁGRAFO. El Ministerio de Justicia y del Derecho, en un plazo no 

superior a un (1) año contado a partir de la promulgación de la presente ley, 

diseñará e implementará un plan de formación a conciliadores extrajudiciales 

en derecho sobre el contenido de la presente ley y sus obligaciones específicas 

en relación con los acuerdos de apoyo. Cumplido el anterior plazo, el presente 

artículo entrará en vigencia. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 

ARTÍCULO 18. DURACIÓN DE LOS ACUERDOS DE 

APOYO. Ningún acuerdo de apoyo puede extenderse por un período superior 

a cinco (5) años, pasados los cuales se deberá agotar de nuevo alguno de los 

procedimientos previstos en la presente ley. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 

ARTÍCULO 19. ACUERDOS DE APOYO COMO REQUISITO DE 

VALIDEZ PARA LA REALIZACIÓN DE ACTOS JURÍDICOS. La 

persona titular del acto jurídico que cuente con un acuerdo de apoyos vigente 

para la celebración de determinados actos jurídicos, deberá utilizarlos, al 

momento de la celebración de dichos actos jurídicos, como requisito de 

validez de los mismos. 

En consecuencia, si la persona titular del acto jurídico lleva a cabo los actos 

jurídicos especificados por el acuerdo de apoyos, sin hacer uso de los apoyos 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
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allí estipulados, ello será causal de nulidad relativa, conforme a las reglas 

generales del régimen civil. 

PARÁGRAFO. Lo dispuesto en el presente artículo no puede interpretarse 

como una obligación para la persona titular del acto jurídico, de actuar de 

acuerdo al criterio de la persona o personas que prestan el apoyo. En 

concordancia con lo establecido en el numeral 3 del artículo 4o de la presente 

ley, los apoyos deben respetar siempre la voluntad y preferencias de la 

persona titular del acto jurídico, así como su derecho a tomar riesgos y a 

cometer errores. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 

ARTÍCULO 20. TERMINACIÓN Y MODIFICACIÓN DEL ACUERDO 

DE APOYOS. La persona titular del acto puede terminar de manera 

unilateral un acuerdo de apoyos previamente celebrado en cualquier 

momento, por medio de escritura pública o ante los conciliadores 

extrajudiciales en derecho, dependiendo de la forma en que se haya 

formalizado el acuerdo. 

El acuerdo de apoyo puede ser modificado por mutuo acuerdo entre las partes 

en cualquier momento, por medio de escritura pública o ante los conciliadores 

extrajudiciales en derecho y ante los servidores públicos a los que se refiere el 

artículo 17 de la presente ley, dependiendo de la forma en que se haya 

formalizado el acuerdo. 

La persona designada como apoyo deberá comunicar al titular del acto 

jurídico todas aquellas circunstancias que puedan dar lugar a la modificación 

o terminación del apoyo, o que le impidan cumplir con sus funciones. 

PARÁGRAFO 1o. La muerte de la persona titular del acto jurídico dará 

lugar a la terminación del acuerdo de apoyos. 

PARÁGRAFO 2o. La muerte de la persona de apoyo dará lugar a la 

terminación del acuerdo de apoyos o a su modificación cuando hubiese más 

de una persona de apoyo. 

 

CAPÍTULO IV. 

DIRECTIVAS ANTICIPADAS. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 
ARTÍCULO 21. DIRECTIVAS ANTICIPADAS. Las directivas 

anticipadas son una herramienta por medio de la cual una persona, mayor de 

edad puede establecer la expresión fidedigna de voluntad y preferencias en 

decisiones relativas a uno o varios actos jurídicos, con antelación a los 

mismos. Estas decisiones pueden versar sobre asuntos de salud, financieros o 

personales, entre otros actos encaminados a tener efectos jurídicos. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#4
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#17
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
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ARTÍCULO 22. SUSCRIPCIÓN DE LA DIRECTIVA 

ANTICIPADA. La directiva anticipada deberá suscribirse mediante escritura 

pública ante notario o mediante acta de conciliación ante conciliadores 

extrajudiciales en derecho, siguiendo el trámite señalado en los 

artículos 16 o 17 de la presente ley, según el caso, para ser válida. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 

ARTÍCULO 23. CONTENIDO DE LAS DIRECTIVAS 

ANTICIPADAS. Las directivas anticipadas deberán constar por escrito y 

contener, como mínimo, los siguientes aspectos: 

1. Ciudad y fecha de expedición del documento. 

2. Identificación de la persona titular del acto jurídico que realiza la directiva 

y, en caso de estar realizándola con personas de apoyo, la identificación de las 

mismas. 

3. Si hay personas de apoyo colaborando con la creación del documento, se 

deberá dejar constancia de haber discutido con el titular del acto jurídico las 

consecuencias o implicaciones de los actos incluidos en las directivas para su 

vida. 

4. La manifestación de voluntad de la persona titular del acto jurídico en la 

que señale las decisiones anticipadas que busca formalizar. 

5. Firma de la persona titular del acto jurídico. 

6. Firma de la persona de apoyo o personas de apoyo designadas en la 

directiva anticipada. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 

ARTÍCULO 24. AJUSTES RAZONABLES RELACIONADOS CON 

LAS DIRECTIVAS ANTICIPADAS. En caso de que la persona titular del 

acto jurídico requiera ajustes razonables para la suscripción de la directiva 

anticipada, será obligación del notario o del conciliador extrajudicial en 

derecho, según sea el caso, realizar los ajustes razonables necesarios. 

PARÁGRAFO. Las declaraciones de la o las directivas anticipadas podrán 

ser expresadas mediante cualquier forma de comunicación, y podrá realizarse 

a través de videos o audios y otros medios tecnológicos, así como a través de 

lenguajes alternativos de comunicación que permitan establecer con claridad 

tanto el contenido de la declaración como la autoría, siempre y cuando se 

realicen en presencia de notario o conciliador extrajudicial en derecho y 

contengan los elementos de que trata el artículo 23 de la presente ley. De ello 

se dejará la respectiva constancia en un acta o se elevará a escritura pública, 

según sea el caso, que sustenta la expresión de la directiva anticipada 

mediante esta clase de medios. El documento que se levante cumplirá el 

requisito de constar por escrito al que se refiere el artículo 23 de la presente 

ley. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#16
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#17
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#23
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#23
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http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 

ARTÍCULO 25. PERSONAS DE APOYO EN DIRECTIVAS 

ANTICIPADAS. Aquellas personas distintas a la persona titular del acto que 

adquieran obligaciones de hacer en cumplimiento de la voluntad y 

preferencias expresadas por medio de una directiva anticipada, y que 

suscriban la misma, se entenderán como personas de apoyo y estarán sujetas a 

las reglas de responsabilidad establecidas para estos efectos en la presente ley. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 

ARTÍCULO 26. OBLIGATORIEDAD DE LAS DECISIONES 

EXPRESADAS POR MEDIO DE UNA DIRECTIVA 

ANTICIPADA. Las decisiones expresadas con anterioridad al acto jurídico 

por medio de una directiva anticipada son de obligatorio cumplimiento para 

las personas de apoyo designadas a través de la directiva anticipada y que 

hayan asumido dicho cargo conforme a las reglas del artículo 46 de la 

presente ley. 

Las decisiones expresadas a través de una directiva anticipada serán de 

obligatorio cumplimiento para el tercero, siempre y cuando se trate de 

obligaciones de no hacer que no sean contrarias a la ley, o cuando verse sobre 

procedimientos médicos. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 

ARTÍCULO 27. PREVALENCIA DE LA VOLUNTAD POSTERIOR 

DE LA PERSONA TITULAR DEL ACTO. En todo caso, la suscripción de 

una directiva anticipada no invalida la voluntad y preferencias expresadas por 

la persona titular del acto con posterioridad a la suscripción de la misma, 

salvo en aquellos casos en que en ella se estipule una cláusula de voluntad 

perenne, la cual solo podrá ser anulada por los procedimientos establecidos en 

el artículo 28 de la presente ley. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 
ARTÍCULO 28. CLÁUSULA DE VOLUNTAD PERENNE. La persona 

titular del acto jurídico que realice una directiva anticipada podrá incluir en la 

misma una cláusula de voluntad perenne, por medio de la cual invalida de 

manera anticipada las declaraciones de voluntad y preferencias que exprese 

con posterioridad a la suscripción de la directiva anticipada, siempre que 

contradigan las decisiones establecidas en esta. Dicha cláusula podrá ser 

modificada, sustituida o revocada conforme a las reglas establecidas en el 

artículo 31 de la presente ley. 

PARÁGRAFO. Este tipo de cláusulas solo podrán ser obviadas en decisiones 

de salud. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 

ARTÍCULO 29. PUBLICIDAD DE LA DIRECTIVA 

ANTICIPADA. Cualquier persona podrá allegar una copia u original de la 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html#46
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#28
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#31
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top


 

14 

 

directiva anticipada con el fin de que sea tenida en cuenta por terceros con el 

fin de garantizar el cumplimiento de las decisiones expresadas de manera 

anticipada en la misma. Igualmente, podrá informar sobre la existencia de una 

directiva anticipada para que los familiares o personas de apoyo puedan 

realizar los trámites pertinentes y aportar copia u original de la misma ante 

terceros, de tal manera que se garantice la voluntad y preferencias expresadas 

por la persona titular del acto jurídico. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 

ARTÍCULO 30. INCORPORACIÓN DE LA DIRECTIVA 

ANTICIPADA EN LA HISTORIA CLÍNICA. Cuando la persona titular 

del acto jurídico que suscriba una directiva anticipada lo desee, podrá solicitar 

que se incorpore en la historia clínica una copia de la escritura pública o acta 

de conciliación mediante la cual se constituyó la directiva anticipada, como 

anexo de la historia clínica, con el fin de garantizar el respeto de las 

decisiones establecidas en la misma, siempre que las decisiones allí 

contenidas tengan relación con la atención en salud que decide o no recibir. 

PARÁGRAFO. El Ministerio de Salud y Protección Social, o quien haga sus 

veces, reglamentará el proceso de incorporación de las directivas anticipadas 

en la historia clínica de las personas con discapacidad en un plazo no superior 

a un (1) año contado a partir de la promulgación de la presente ley. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 

ARTÍCULO 31. MODIFICACIÓN, SUSTITUCIÓN Y 

REVOCACIÓN. El documento de directiva anticipada puede ser 

modificado, sustituido o revocado en cualquier momento por quien lo 

suscribió, mediante el mismo trámite surtido para su creación, señalando 

explícitamente la voluntad de modificar, sustituir o revocar la directiva 

anticipada, según sea el caso, en los siguientes términos: 

1. Modificación: El documento de directiva anticipada se entenderá 

modificado cuando se cambie de manera parcial el contenido de este. 

2. Sustitución: El documento de directiva anticipada se entenderá sustituido 

cuando se le prive de efectos al contenido original, otorgando efectos 

jurídicos a uno nuevo en su lugar. 

3. Revocación: El documento de directiva anticipada se entenderá revocado 

cuando la persona titular del acto manifieste su voluntad de dejar sin efectos 

del contenido del mismo de manera definitiva. 

 

CAPÍTULO V. 

ADJUDICACIÓN JUDICIAL DE APOYOS. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
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ARTÍCULO 32. ADJUDICACIÓN JUDICIAL DE APOYOS PARA LA 

REALIZACIÓN DE ACTOS JURÍDICOS. Es el proceso judicial por 

medio del cual se designan apoyos formales a una persona con discapacidad, 

mayor de edad, para el ejercicio de su capacidad legal frente a uno o varios 

actos jurídicos concretos. 

La adjudicación judicial de apoyos se adelantará por medio del procedimiento 

de jurisdicción voluntaria, cuando sea promovido por la persona titular del 

acto jurídico, de acuerdo con las reglas señaladas en el artículo 37 de la 

presente ley, ante el juez de familia del domicilio de la persona titular del 

acto. 

Excepcionalmente, la adjudicación judicial de apoyos se tramitará por medio 

de un proceso verbal sumario cuando sea promovido por persona distinta al 

titular del acto jurídico, conforme a los requisitos señalados en el 

artículo 38 de la presente ley. 

PARÁGRAFO. El Consejo Superior de la Judicatura, a través de la Escuela 

Judicial Rodrigo Lara Bonilla, en un plazo no superior a un (1) año contado a 

partir de la expedición de los lineamientos de valoración señalados en el 

artículo 12, diseñará e implementará un plan de formación a jueces y juezas 

de familia sobre el contenido de la presente ley, sus obligaciones específicas 

en relación con procesos de adjudicación judicial de apoyos y sobre la 

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 

 

ARTÍCULO 33. VALORACIÓN DE APOYOS. En todo proceso de 

adjudicación judicial de apoyos se contará con una valoración de apoyos 

sobre la persona titular del acto jurídico. La valoración de apoyos deberá 

acreditar el nivel y grados de apoyos que la persona requiere para decisiones 

determinadas y en un ámbito específico al igual que las personas que 

conforman su red de apoyo y quiénes podrán asistir en aquellas decisiones. 

PARÁGRAFO. El Consejo Superior de la Judicatura, en un plazo no 

superior a un (1) año a partir de la expedición de los lineamientos de 

valoración señalados en el artículo 12, diseñará e implementará un plan de 

formación al personal dispuesto para conformar el equipo interdisciplinario de 

los juzgados de familia con el fin de asesorar al juez respecto de la valoración 

de apoyos que se allegue al proceso y velar por el cumplimiento de la 

Convención en la decisión final. 

 

ARTÍCULO 34. CRITERIOS GENERALES PARA LA ACTUACIÓN 

JUDICIAL. En el proceso de adjudicación de apoyos, el juez de familia 

deberá tener presente, además de lo dispuesto en la presente ley, los siguientes 

criterios: 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#37
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#38
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#12
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1. En los procesos de adjudicación judicial de apoyos se deberá tener en 

cuenta y favorecer la voluntad y preferencias de la persona titular del acto 

frente al tipo y la intensidad del apoyo para la celebración del mismo. La 

participación de la persona en el proceso de adjudicación es indispensable, so 

pena de nulidad del proceso, salvo las excepciones previstas en el 

artículo 38 de la ley. 

2. Se deberá tener en cuenta la relación de confianza entre la persona titular 

del acto y la o las personas que serán designadas para prestar apoyo en la 

celebración de los mismos. 

3. Se podrán adjudicar distintas personas de apoyo para distintos actos 

jurídicos en el mismo proceso. 

4. La valoración de apoyos que se haga en el proceso deberá ser llevada a 

cabo de acuerdo a las normas técnicas establecidas para ello. 

5. En todas las etapas de los procesos de adjudicación judicial de apoyos, 

incluida la de presentación de la demanda, se deberá garantizar la 

disponibilidad de los ajustes razonables que puedan requerirse para la 

comunicación de la información relevante, así como para satisfacer las demás 

necesidades particulares que la persona requiera para permitir su 

accesibilidad. 

 

ARTÍCULO 35. COMPETENCIA DE LOS JUECES DE FAMILIA EN 

PRIMERA INSTANCIA EN LA ADJUDICACIÓN JUDICIAL DE 

APOYOS. Modifíquese el numeral 7 contenido en el artículo 22 de la Ley 

1564 de 2012, quedará así. 

“Artículo 22. Competencia de los jueces de familia en primera instancia. Los 

jueces de familia conocen, en primera instancia, de los siguientes asuntos: 

7. De la adjudicación, modificación y terminación de apoyos adjudicados 

judicialmente”. 

 

ARTÍCULO 36. ADJUDICACIÓN DE APOYOS SUJETO A TRÁMITE 

DE JURISDICCIÓN VOLUNTARIA. Modifíquese el numeral 6 del 

artículo 577 de la Ley 1564 de 2012, así: 

“Artículo 577. Asuntos sujetos a su trámite. Se sujetarán al procedimiento de 

jurisdicción voluntaria los siguientes casos: 

6. La adjudicación, modificación o terminación de apoyos en la toma de 

decisiones promovido por la persona titular del acto jurídico”. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 

ARTÍCULO 37. ADJUDICACIÓN DE APOYOS EN LA TOMA DE 

DECISIONES PROMOVIDO POR LA PERSONA TITULAR DEL 

ACTO JURÍDICO. El artículo 586 de la Ley 1564 de 2012 quedará así: 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#38
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012.html#22
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012.html#22
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr013.html#577
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr013.html#577
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr014.html#586
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“Artículo 586. Adjudicación de apoyos en la toma de decisiones promovido 

por la persona titular del acto jurídico. Para la adjudicación de apoyos 

promovida por la persona titular del acto jurídico, se observarán las siguientes 

reglas: 

1. En la demanda que eleve la persona titular del acto jurídico deberá constar 

su voluntad expresa de solicitar apoyos en la toma de decisiones para la 

celebración de uno o más actos jurídicos en concreto. 

2. En la demanda se podrá anexar la valoración de apoyos realizada al titular 

del acto jurídico por parte de una entidad pública o privada. 

3. En caso de que la persona no anexe una valoración de apoyos o cuando el 

juez considere que el informe de valoración de apoyos aportado por la 

persona titular del acto jurídico es insuficiente para establecer apoyos para la 

realización del acto o actos jurídicos para los que se inició el proceso, el Juez 

podrá solicitar una nueva valoración de apoyos u oficiar a los entes públicos 

encargados de realizarlas, en concordancia con el artículo 11 de la presente 

ley. 

4. En todo caso, como mínimo, el informe de valoración de apoyos deberá 

consignar: 

a) Los apoyos que la persona requiere para la comunicación y la toma de 

decisiones en los aspectos que la persona considere relevantes. 

b) Los ajustes procesales y razonables que la persona requiera para participar 

activamente del proceso. 

c) Las sugerencias frente a mecanismos que permitan desarrollar las 

capacidades de la persona en relación con la toma de decisiones para alcanzar 

mayor autonomía en las mismas. 

d) Las personas que pueden actuar como apoyo en la toma de decisiones de la 

persona, para cada aspecto relevante de su vida, y en especial, para la 

realización de los actos jurídicos por los cuales se inició el proceso. 

e) Un informe general sobre el proyecto de vida de la persona. 

5. En el auto admisorio de la demanda se ordenará notificar a las personas que 

hayan sido identificadas como personas de apoyo en la demanda. 

6. Recibido el Informe de valoración de apoyos, el Juez, dentro de los cinco 

(5) días siguientes, correrá traslado del mismo, por un término de diez (10) 

días a las personas involucradas en el proceso y al Ministerio Público. 

7. Una vez corrido el traslado, el Juez decretará las pruebas que considere 

necesarias y convocará a audiencia para escuchar a la persona titular del acto 

jurídico, a las personas citadas en el auto admisorio y para practicar las demás 

pruebas decretadas, en concordancia con el artículo 34 de la presente ley. 

8. Vencido el término probatorio, se dictará sentencia en la que deberá 

constar: 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr014.html#586
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#11
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#34
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a) El acto o actos jurídicos delimitados por la sentencia que requieren el 

apoyo solicitado. 

b) La individualización de la o las personas designadas como apoyo. 

c) La delimitación de las funciones de la o las personas designadas como 

apoyo. 

d) Los programas de acompañamiento a las familias cuando sean pertinentes 

y las demás medidas que se consideren necesarias para asegurar la autonomía 

y respeto a la voluntad y preferencias de la persona. 

e) En ningún caso el Juez podrá pronunciarse sobre la necesidad de apoyos 

para la realización de actos jurídicos sobre los que no verse el proceso. 

f) Las salvaguardias destinadas a evitar y asegurar que no existan los 

conflictos de interés o influencia indebida del apoyo sobre la persona. 

9. Se reconocerá la función de apoyo de las personas designadas para ello. Si 

la persona designada como apoyo presenta dentro de los siguientes cinco (5) 

días excusa, se niega a ser designado como apoyo, o alega inhabilidad, se 

tramitará incidente para decidir sobre el mismo”. 

 

ARTÍCULO 38. ADJUDICACIÓN DE APOYOS PARA LA TOMA DE 

DECISIONES PROMOVIDA POR PERSONA DISTINTA AL 

TITULAR DEL ACTO JURÍDICO. El artículo 396 de la Ley 1564 de 2012 

quedará así: 

“Artículo 396. En el proceso de adjudicación de apoyos para la toma de 

decisiones promovido por persona distinta al titular del acto jurídico se 

observarán las siguientes reglas: 

1. La demanda solo podrá interponerse en beneficio exclusivo de la persona 

con discapacidad. Esto se demostrará mediante la prueba de las circunstancias 

que justifican la interposición de la demanda, es decir que a) la persona titular 

del acto jurídico se encuentra absolutamente imposibilitada para manifestar su 

voluntad y preferencias por cualquier medio, modo y formato de 

comunicación posible, y b) que la persona con discapacidad se encuentre 

imposibilitada de ejercer su capacidad legal y esto conlleve a la vulneración o 

amenaza de sus derechos por parte de un tercero. 

2. En la demanda se podrá anexar la valoración de apoyos realizada al titular 

del acto jurídico por parte de una entidad pública o privada. 

3. En caso de que la persona no anexe una valoración de apoyos o cuando el 

juez considere que el informe de valoración de apoyos aportado por el 

demandante es insuficiente para establecer apoyos para la realización del acto 

o actos jurídicos para los que se inició el proceso, el Juez podrá solicitar una 

nueva valoración de apoyos u oficiar a los entes públicos encargados de 

realizarlas, en concordancia con el artículo 11 de la presente ley. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr009.html#396
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr009.html#396
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#11
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4. El informe de valoración de apoyos deberá consignar, como mínimo: 

a) La verificación que permita concluir que la persona titular del acto jurídico 

se encuentra imposibilitada para manifestar su voluntad y preferencias por 

cualquier medio, modo y formato de comunicación posible. 

b) Las sugerencias frente a mecanismos que permitan desarrollar las 

capacidades de la persona en relación con la toma de decisiones para alcanzar 

mayor autonomía en las mismas. 

c) Las personas que pueden actuar como apoyo en la toma de decisiones de la 

persona frente al acto o actos jurídicos concretos que son objeto del proceso. 

d) Un informe general sobre la mejor interpretación de la voluntad y 

preferencias de la persona titular del acto jurídico que deberá tener en 

consideración, entre otros aspectos, el proyecto de vida de la persona, sus 

actitudes, argumentos, actuaciones anteriores, opiniones, creencias y las 

formas de comunicación verbales y no verbales de la persona titular del acto 

jurídico. 

5. Antes de la audiencia inicial, se ordenará notificar a las personas 

identificadas en la demanda y en el informe de valoración de apoyos como 

personas de apoyo. 

6. Recibido el informe de valoración de apoyos, el Juez, dentro de los cinco 

(5) días siguientes, correrá traslado del mismo, por un término de diez (10) 

días a las personas involucradas en el proceso y al Ministerio Público. 

7. Una vez corrido el traslado, el Juez decretará las pruebas que considere 

necesarias y convocará a audiencia para practicar las demás pruebas 

decretadas, en concordancia con el artículo 34 de la presente ley. 

8. Vencido el término probatorio, se dictará sentencia en la que deberá 

constar: 

a) El acto o actos jurídicos delimitados que requieren el apoyo solicitado. En 

ningún caso el Juez podrá pronunciarse sobre la necesidad de apoyos para la 

realización de actos jurídicos sobre los que no verse el proceso. 

b) La individualización de la o las personas designadas como apoyo. 

c) Las salvaguardias destinadas a evitar y asegurar que no existan los 

conflictos de interés o influencia indebida del apoyo sobre la persona. 

d) La delimitación de las funciones y la naturaleza del rol de apoyo. 

e) La duración de los apoyos a prestarse de la o las personas que han sido 

designadas como tal. 

f) Los programas de acompañamiento a las familias cuando sean pertinentes y 

las demás medidas que se consideren necesarias para asegurar la autonomía y 

respeto a la voluntad y preferencias de la persona. 

9. Se reconocerá la función de apoyo de las personas designadas para ello. Si 

la persona designada como apoyo presenta dentro de los siguientes cinco (5) 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#34
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días excusa, se niega a aceptar sus obligaciones o alega inhabilidad, se 

tramitará incidente para decidir sobre el mismo”. 

 

ARTÍCULO 39. VALIDEZ DE LOS ACTOS ESTABLECIDOS EN LA 

SENTENCIA DE ADJUDICACIÓN DE APOYOS. La persona titular del 

acto jurídico que tenga una sentencia de adjudicación de apoyos ejecutoriada 

para la celebración de determinados actos jurídicos deberá utilizar los apoyos 

allí estipulados en el momento de la celebración de dichos actos jurídicos 

como requisito de validez de los mismos. 

En consecuencia, si la persona titular del acto jurídico lleva a cabo los actos 

jurídicos especificados en la sentencia de adjudicación de apoyos sin utilizar 

los apoyos allí estipulados, dichos actos jurídicos serán sancionables con 

nulidad relativa. 

PARÁGRAFO. Lo dispuesto en el presente artículo no puede interpretarse 

como una obligación para la persona titular del acto jurídico, de actuar de 

acuerdo al criterio de la persona o personas que prestan el apoyo. En 

concordancia con lo establecido en los numerales 2 y 3 del artículo 4o de la 

presente ley, los apoyos deben respetar siempre la voluntad y preferencias de 

la persona titular del acto jurídico, así como su derecho a tomar riesgos y a 

cometer errores. 

 

ARTÍCULO 40. PARTICIPACIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO. El 

Ministerio Público tendrá la obligación de velar por los derechos de las 

personas con discapacidad en el curso de los procesos de adjudicación judicial 

de apoyos y supervisará el efectivo cumplimiento de la sentencia de 

adjudicación de apoyos. 

 

ARTÍCULO 41. EVALUACIÓN DE DESEMPEÑO DE LOS APOYOS 

ADJUDICADOS JUDICIALMENTE. Al término de cada año desde la 

ejecutoria de la sentencia de adjudicación de apoyos, la persona o personas de 

apoyo deberán realizar un balance en el cual se exhibirá a la persona titular de 

los actos ejecutados y al Juez: 

1. El tipo de apoyo que prestó en los actos jurídicos en los cuales tuvo 

injerencia. 

2. Las razones que motivaron la forma en que prestó el apoyo, con especial 

énfasis en cómo estas representaban la voluntad y preferencias de la persona. 

3. La persistencia de una relación de confianza entre la persona de apoyo y el 

titular del acto jurídico. 

PARÁGRAFO. Quienes estén interesados en ser citados a participar de la 

gestión de apoyos deberán informar al Juez a más tardar diez (10) días hábiles 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#4
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antes del cierre del año del que trata el inciso anterior, a efectos de que el Juez 

les comunique la fecha de la audiencia. El no solicitar oportunamente la 

convocatoria, releva al Juez de la carga de citar al o a las personas interesadas, 

lo que no impide su participación en la audiencia. 

 

ARTÍCULO 42. MODIFICACIÓN Y TERMINACIÓN DE LOS 

PROCESOS DE ADJUDICACIÓN JUDICIAL DE APOYOS. El 

artículo 587 de la Ley 1564 de 2012 quedará así: 

“Artículo 587. Modificación y terminación de la adjudicación de apoyos. En 

cualquier momento, podrán solicitar la modificación o terminación de los 

apoyos adjudicados: 

a. La persona titular del acto jurídico; 

b. La persona distinta que haya promovido el proceso de adjudicación judicial 

y que demuestre interés legítimo podrá solicitar; 

c. La persona designada como apoyo, cuando medie justa causa; 

d. El juez de oficio. 

El Juez deberá notificar de ello a las personas designadas como apoyo y a la 

persona titular del acto, si es del caso, y correrá traslado de la solicitud por 

diez (10) días para que estas se pronuncien al respecto. 

En caso de no presentarse oposición, el Juez modificará o terminará la 

adjudicación de apoyos, conforme a la solicitud”. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 

ARTÍCULO 43. UNIDAD DE ACTUACIONES Y 

EXPEDIENTES. Cualquier actuación judicial relacionada con personas a 

quienes se les haya adjudicado apoyos será de competencia del Juez que haya 

conocido del proceso de adjudicación de apoyos. 

Cada despacho contará con un archivo de expedientes inactivos sobre las 

personas a quienes se les haya adjudicado apoyos en la toma de decisiones del 

cual se pueden retomar las diligencias, cuando estas se requieran. En el evento 

de requerirse el envío al archivo general, estos expedientes se conservarán en 

una sección especial que permita su desarchivo a requerimiento del juzgado. 

PARÁGRAFO. El expediente de quienes hayan terminado la adjudicación de 

apoyos, que no haya tenido movimiento en un lapso superior a dos (2) años, 

podrá ser remitido al archivo general. Un nuevo proceso de adjudicación de 

apoyos con posterioridad hará necesario abrir un nuevo expediente. 

También será causa de archivo general la muerte de la persona. 

 

CAPÍTULO VI. 

PERSONAS DE APOYO. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html - top 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr014.html#587
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr014.html#587
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#top
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ARTÍCULO 44. REQUISITOS PARA SER PERSONA DE 

APOYO. Para asumir el cargo de persona de apoyo se requiere: 

1. Ser una persona natural mayor de edad o una persona jurídica. 

2. Cuando la designación derive de un acuerdo de apoyos o una directiva 

anticipada, la simple suscripción y el agotamiento de las formalidades del 

mismo, cuando sean del caso, implicará que el cargo de persona de apoyo ha 

sido asumido. 

3. Cuando la designación derive de un proceso de adjudicación de apoyos, la 

posesión se hará ante el juez que hace la designación. 

 

ARTÍCULO 45. INHABILIDADES PARA SER PERSONA DE 

APOYO. Son causales de inhabilidad para asumir el cargo de persona de 

apoyo las siguientes: 

1. La existencia de un litigio pendiente entre la persona titular del acto 

jurídico y la persona designada como apoyo. 

2. La existencia de conflictos de interés entre la persona titular del acto 

jurídico y la persona designada como apoyo. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html - top 

ARTÍCULO 46. OBLIGACIONES DE LAS PERSONAS DE 

APOYO. Las personas de apoyo tienen las siguientes obligaciones: 

1. Guiar sus actuaciones como apoyo conforme a la voluntad y preferencias 

de la persona titular del acto. 

2. Actuar de manera diligente, honesta y de buena fe conforme a los 

principios de la presente Ley. 

3. Mantener y conservar una relación de confianza con la persona a quien 

presta apoyo. 

4. Mantener la confidencialidad de la información personal de la persona a 

quien presta apoyo. 

5. Las demás que le sean asignadas judicialmente o acordadas entre la persona 

titular del acto y la persona de apoyo. 

6. Comunicar al juez y al titular del acto jurídico todas aquellas circunstancias 

que puedan dar lugar a la modificación o terminación del apoyo, o que le 

impidan cumplir con sus funciones. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html - top 
ARTÍCULO 47. ACCIONES DE LAS PERSONAS DE APOYO. Entre las 

acciones que pueden adelantar las personas de apoyo para la celebración de 

actos jurídicos están los siguientes, sin perjuicio de que se establezcan otros 

adicionales según las necesidades y preferencias de cada persona: 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html#top
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1. Facilitar la manifestación de la voluntad y preferencias de la o el titular del 

acto jurídico para la realización del mismo, habiendo discutido con la persona 

las consecuencias o implicaciones de sus actos. 

2. Facilitar la comprensión de un determinado acto jurídico a su titular. 

3. Representar a la persona en determinado acto jurídico. 

4. Interpretar de la mejor manera la voluntad y las preferencias de la persona 

titular del acto jurídico, en los casos en que esta se encuentre absolutamente 

imposibilitada para interactuar con su entorno por cualquier medio. 

5. Honrar la voluntad y las preferencias de la o el titular del acto jurídico, 

establecida a través de una directiva anticipada. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html - top 

ARTÍCULO 48. REPRESENTACIÓN DE LA PERSONA TITULAR 

DEL ACTO. La persona de apoyo representará a la persona titular del acto 

solo en aquellos casos en donde exista un mandato expreso de la persona 

titular para efectuar uno o varios actos jurídicos en su nombre y 

representación. 

En los casos en que no haya este mandato expreso y se hayan adjudicado 

apoyos por vía judicial, la persona de apoyo deberá solicitar autorización del 

juez para actuar en representación de la persona titular del acto, siempre que 

se cumpla con los siguientes requisitos: 

1. Que el titular del acto se encuentre absolutamente imposibilitado para 

manifestar su voluntad y preferencias por cualquier medio, modo y formato 

de comunicación posible; y, 

2. Que la persona de apoyo demuestre que el acto jurídico a celebrar refleja la 

mejor interpretación de la voluntad y preferencias de la persona titular del 

acto. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html - top 

ARTÍCULO 49. FORMAS DE APOYO QUE NO IMPLICAN 

REPRESENTACIÓN. Las personas de apoyo podrán llevar a cabo las 

siguientes acciones, siempre y cuando estén contempladas en el acuerdo de 

apoyos, en la directiva anticipada o en la sentencia de adjudicación de apoyos, 

sin que las mismas impliquen actos de representación: 

1. Asistir y hacer recomendaciones a la persona titular del acto en relación 

con el acto jurídico a celebrar. 

2. Interpretar la expresión de voluntad y preferencias de la persona titular del 

acto jurídico en la realización del mismo. 

3. Cualquier otra forma de apoyo que se establezca por medio del acuerdo de 

apoyos, la directiva anticipada o en la sentencia de adjudicación de apoyos. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html - top 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html#top
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ARTÍCULO 50. RESPONSABILIDAD DE LAS PERSONAS DE 

APOYO. La responsabilidad de las personas de apoyo, frente a sus funciones 

como apoyo, será individual solo cuando en su actuar hayan contravenido los 

mandatos de la presente ley, las demás normas civiles y comerciales vigentes 

en Colombia, o hayan ido en contravía manifiesta de las indicaciones 

convenidas en los acuerdos de apoyo, las directivas anticipadas o la sentencia 

de apoyos, y por ello se hayan causado daños al titular del acto jurídico o 

frente a terceros. 

Las personas de apoyo no serán responsables por los daños personales o 

financieros de la persona titular del acto jurídico siempre y cuando hayan 

actuado conforme a la voluntad y preferencias de la persona. 

 

CAPÍTULO VII. 

ACTOS JURÍDICOS SUJETOS A REGISTRO. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html - top 

ARTÍCULO 51. ACTOS JURÍDICOS QUE INVOLUCREN BIENES 

SUJETOS A REGISTRO. Para efectos de publicidad a terceros, los actos 

jurídicos que involucren bienes sujetos a registro deberán contar con una 

anotación de que el acto en cuestión fue realizado utilizando apoyos, 

independientemente del mecanismo para la celebración de apoyos que se 

utilice. 

 

CAPÍTULO VIII. 

RÉGIMEN DE TRANSICIÓN. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html - top 
ARTÍCULO 52. VIGENCIA. Las disposiciones establecidas en esta ley 

entrarán en vigencia desde su promulgación, con excepción de aquellos 

artículos que establezcan un plazo para su implementación y los artículos 

contenidos en el Capítulo V de la presente ley, los cuales entrarán en vigencia 

veinticuatro (24) meses después de la promulgación de la presente ley. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html - top 
ARTÍCULO 53. PROHIBICIÓN DE INTERDICCIÓN. Queda prohibido 

iniciar procesos de interdicción o inhabilitación, o solicitar la sentencia de 

interdicción o inhabilitación para dar inicio a cualquier trámite público o 

privado a partir de la promulgación de la presente ley. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html - top 

ARTÍCULO 54. PROCESO DE ADJUDICACIÓN JUDICIAL DE 

APOYOS TRANSITORIO. Hasta tanto entren en vigencia los artículos 

contenidos en el Capítulo V de la presente ley, el juez de familia del domicilio 

de la persona titular del acto jurídico puede determinar de manera excepcional 

los apoyos necesarios para una persona mayor de edad cuando se encuentre 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html#top
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absolutamente imposibilitada para expresar su voluntad y preferencias por 

cualquier medio, siempre que sea necesario para garantizar el ejercicio y la 

protección de los derechos de la persona titular del acto. 

El proceso de adjudicación judicial de apoyos transitorio será promovido por 

una persona con interés legítimo y que acredite una relación de confianza con 

la persona titular del acto. 

El juez, por medio de un proceso verbal sumario, determinará la persona o 

personas de apoyo que asistirán a la persona titular del acto jurídico, teniendo 

en cuenta la relación de confianza, amistad, parentesco o convivencia entre 

estos y la persona titular. La sentencia de adjudicación de apoyos fijará el 

alcance de los apoyos teniendo en cuenta las normas establecidas en la 

presente ley, al igual que el plazo del mismo, el cual no podrá superar la fecha 

final del periodo de transición. 

La persona titular del acto jurídico podrá oponerse a la adjudicación judicial 

de apoyos en cualquier momento del proceso. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html - top 

ARTÍCULO 55. PROCESOS DE INTERDICCIÓN O 

INHABILITACIÓN EN CURSO. Aquellos procesos de interdicción o 

inhabilitación que se hayan iniciado con anterioridad a la promulgación de la 

presente ley deberán ser suspendidos de forma inmediata. El juez podrá 

decretar, de manera excepcional, el levantamiento de la suspensión y la 

aplicación de medidas cautelares, nominadas o innominadas, cuando lo 

considere pertinente para garantizar la protección y disfrute de los derechos 

patrimoniales de la persona con discapacidad. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html - top 

ARTÍCULO 56. PROCESO DE REVISIÓN DE INTERDICCIÓN O 

INHABILITACIÓN. En un plazo no superior a treinta y seis (36) meses 

contados a partir de la entrada en vigencia del Capítulo V de la presente ley, 

los jueces de familia que hayan adelantado procesos de interdicción o 

inhabilitación deberán citar de oficio a las personas que cuenten con sentencia 

de interdicción o inhabilitación anterior a la promulgación de la presente ley, 

al igual que a las personas designadas como curadores o consejeros, a que 

comparezcan ante el juzgado para determinar si requieren de la adjudicación 

judicial de apoyos. 

En este mismo plazo, las personas bajo medida de interdicción o 

inhabilitación podrán solicitar la revisión de su situación jurídica directamente 

ante el juez de familia que adelantó el proceso de Interdicción o 

inhabilitación. Recibida la solicitud, el juez citará a la persona bajo medida de 

interdicción o inhabilitación, al igual que a las personas designadas como 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html#top
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curadores o consejeros, a que comparezcan ante el juzgado para determinar si 

requieren de la adjudicación judicial de apoyos. 

En ambos casos, el juez de familia determinará si las personas bajo medida de 

interdicción o inhabilitación requieren la adjudicación judicial de apoyos, de 

acuerdo a: 

1. La voluntad y preferencias de las personas bajo medida de interdicción o 

inhabilitación, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 13 de la 

presente ley. Por lo anterior, la participación de estas personas en el proceso 

de adjudicación judicial de apoyos es indispensable so pena de la nulidad del 

proceso, salvo las excepciones previstas en la presente ley. 

2. El informe de valoración de apoyos, que deberá ser aportado al juzgado por 

cualquiera de los citados a comparecer según lo dispuesto en el presente 

artículo, en el plazo que el juez disponga, y en todo caso, antes de la fecha 

señalada para comparecer ante el juzgado. En caso de que los citados a 

comparecer aporten más de un informe de valoración de apoyos, el juez 

deberá tener en consideración el informe más favorable para la autonomía e 

independencia de la persona, de acuerdo a la primacía de su voluntad y 

preferencias, así como las demás condiciones establecidas en el artículo 13 de 

la presente ley. 

El informe de valoración de apoyos deberá consignar, como mínimo: 

a) La verificación que permita concluir, cuando sea el caso, que aún después 

de haber agotado todos los ajustes razonables y apoyos técnicos disponibles, 

la persona bajo medida de interdicción o inhabilitación se encuentra 

imposibilitada para manifestar su voluntad y preferencias por cualquier medio 

posible. 

b) Los apoyos que la persona requiere para la comunicación y la toma de 

decisiones en su vida diaria; o en lo relacionado al manejo financiero, salud y 

demás aspectos relevantes, en caso de que la persona se encuentre 

imposibilitada para manifestar su voluntad y preferencias por cualquier 

medio. 

c) Los ajustes que la persona requiera para participar activamente en el 

proceso. 

d) Las sugerencias frente a mecanismos que permitan desarrollar las 

capacidades de la persona en relación con la toma de decisiones para alcanzar 

mayor autonomía e independencia en las mismas. 

e) Las personas que han fungido o pueden fungir como apoyo en la toma de 

decisiones de la persona, para cada aspecto relevante de su vida. 

f) Un informe sobre el proyecto de vida de la persona. 

g) La aprobación de la valoración de apoyos por parte de la persona bajo 

medida de interdicción o inhabilidad. En aquellos casos en que la persona 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#13
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bajo medida de interdicción o inhabilidad se encuentre imposibilitada para 

manifestar su voluntad y preferencias por cualquier medio posible, le 

corresponderá al juez aprobar dicha valoración de apoyos. 

3. La relación de confianza entre las personas bajo medida de interdicción o 

inhabilidad y la o las personas que serán designadas para prestar apoyo en la 

celebración de actos jurídicos. 

4. Las demás pruebas que el juez estime conveniente decretar. 

5. Una vez vencido el término para la práctica de pruebas, el juez escuchará a 

los citados y verificará si tienen alguna objeción. Posteriormente, el juez 

procederá a dictar sentencia de adjudicación judicial de apoyos, la cual 

deberá: 

a) Hacer claridad frente a la adjudicación de apoyos en relación con los 

distintos tipos de actos jurídicos. 

b) Designar la o las personas de apoyo y sus respectivas funciones para 

asegurar el respeto a la voluntad y preferencias de la persona. 

c) Oficiar a la Oficina de Registro del Estado Civil para que anule la sentencia 

de interdicción o inhabilitación del registro civil. 

d) Emitir sentencia en lectura fácil para la persona con discapacidad inmersa 

en el proceso, explicando lo resuelto. 

e) Ordenar la notificación al público por aviso que se insertará una vez por lo 

menos en un diario de amplia circulación nacional, señalado por el juez. 

f) Ordenar los programas de acompañamiento a las familias, en el caso de que 

resulten pertinentes. 

g) Disponer las demás medidas que el juez considere necesarias para asegurar 

la autonomía y respeto a la voluntad y preferencias de la persona, en 

particular aquellas relacionadas con el manejo de patrimonio que se hubiesen 

establecido en la sentencia de interdicción sujeta a revisión. 

PARÁGRAFO 1o. En caso de que el juez considere que las personas bajo 

medida de interdicción o inhabilitación no requieren de la adjudicación 

judicial de apoyos, la sentencia deberá consignar esta determinación y los 

motivos que la fundamentan. Asimismo, oficiará a la Oficina de Registro del 

Estado civil para que anule la sentencia de interdicción o inhabilitación del 

registro civil correspondiente. Una vez la sentencia se encuentre en firme, las 

personas quedarán habilitadas para acceder a cualquiera de los mecanismos de 

apoyo contemplados en la presente ley. 

PARÁGRAFO 2o. Las personas bajo medida de interdicción o inhabilitación 

anterior a la promulgación de la presente Ley, se entenderán como personas 

con capacidad legal plena cuando la sentencia del proceso de revisión de la 

interdicción o de la inhabilitación quede ejecutoriada. 
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CAPÍTULO IX. 

DEROGATORIAS, MODIFICACIONES Y DISPOSICIONES 

FINALES. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html - top 
ARTÍCULO 57. modifíquese el artículo 1504 del Código Civil, que quedará 

así: 

“Artículo 1504. Incapacidad absoluta y relativa. Son absolutamente 

incapaces los impúberes. Sus actos no producen ni aún obligaciones naturales, 

y no admiten caución. Son también incapaces los menores púberes. Pero la 

incapacidad de estas personas no es absoluta y sus actos pueden tener valor en 

ciertas circunstancias y bajo ciertos respectos determinados por las leyes. 

Además de estas incapacidades hay otras particulares que consisten en la 

prohibición que la ley ha impuesto a ciertas personas para ejecutar ciertos 

actos”. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html - top 
ARTÍCULO 58. Modifíquese el artículo 784 del Código Civil, que quedará 

así: 

“Artículo 784. Incapaces poseedores. Los que no pueden administrar 

libremente lo suyo no necesitan de autorización alguna para adquirir la 

posesión de una cosa mueble, con tal que concurran en ello la voluntad y la 

aprehensión material o legal; pero no pueden ejercer los derechos de 

poseedores, sino con la autorización que competa. Los infantes son incapaces 

de adquirir por su voluntad la posesión, sea para sí mismos, o para otros”. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html - top 
ARTÍCULO 59. Modifíquese el ordinal 2 contenido en el artículo 62 del 

Código Civil, que quedará así: 

“2. Por el tutor o curador que ejerciere la guarda sobre menores de edad no 

sometidos a patria potestad”. 

Modifíquese el inciso 1 del artículo 68 de la Ley 1564 de 2012, que quedará 

así: 

“Artículo 68. Sucesión procesal. Fallecido un litigante o declarado ausente, el 

proceso continuará con el cónyuge, el albacea con tenencia de bienes, los 

herederos o el correspondiente curador”. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html - top 
ARTÍCULO 60. Modifíquese el artículo 2346 del Código Civil, que quedará 

así: 

“Artículo 2346. Responsabilidad por daños causados por impúberes. Los 

menores de 12 años no son capaces de cometer delito o culpa; pero de los 

daños por ellos causados serán responsables las personas a cuyo cargo estén 

dichos menores, si a tales personas pudieren imputárseles negligencia”. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html - top 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil_pr046.html#1504
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil_pr046.html#1504
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil_pr024.html#784
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil_pr024.html#784
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil_pr001.html#62
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr001.html#68
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr001.html#68
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html#top
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil_pr073.html#2346
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil_pr073.html#2346
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html#top
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ARTÍCULO 61. DEROGATORIAS. Quedan derogados los numerales 5 y 6 

contenidos en el artículo 22 de la Ley 1564 de 2012; el ordinal 3 del artículo 

127, el ordinal 2 del artículo 1061 y el ordinal 3 del artículo 1068 de la Ley 57 

de 1887; los artículos 1o a 48, 50 a 52, 55, 64 y 90 de la Ley 1306 de 2009, el 

artículo 6o de la Ley 1412 de 2010; el inciso 1 del artículo 210 del Código 

General del Proceso; el parágrafo 1 del artículo 36 de la Ley 1098 de 2006 y 

las demás normas que sean contrarias a esta ley. 

 

ARTÍCULO 62. El Gobierno nacional, en un plazo máximo de cuatro (4) 

meses contados a partir de la vigencia de la presente ley, deberá emitir los 

decretos reglamentarios con el fin de cumplir las medidas ordenadas en el 

artículo 13 de la Ley 1618 de 2013 que permitan garantizar el derecho al 

trabajo de las personas con discapacidad. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html - top 
ARTÍCULO 63. VIGENCIA. La presente ley rige a partir de su 

promulgación”. 

 

III. DEMANDA 

 

5. El ciudadano Edier Esteban Manco Pineda afirma que la Ley 1996 de 

2019 es inconstitucional al no haber sido aprobada como ley estatutaria 

conforme a los artículos 14, 152 y 153 de la Constitución Política. Desarrolla 

los siguientes argumentos.  

 

5.1. El ciudadano argumenta que la Ley 1996 de 2019 regula integralmente 

derechos fundamentales de sujetos de especial protección constitucional, y en 

ese orden, debió ser tramitada por el legislador como una Ley Estatutaria, 

observándose para ello todos los requisitos dispuestos en los artículos 152 y 

153 de la Constitución Política. Afirma que la ley atacada fue tramitada y 

aprobada como ley ordinaria sin respetarse los dispuesto en el literal a) del 

artículo 152. Manifiesta que el derecho fundamental al reconocimiento a la 

personalidad jurídica, concretamente, el ejercicio de la capacidad jurídica de 

las personas en condiciones de discapacidad es un contenido que debe 

regularse a través de una ley estatutaria, con el objeto de que cumpla con 

garantías de mayor rigor constitucional, como lo son la aprobación con 

mayoría absoluta de los miembros del Congreso y el control automático de la 

Corte Constitucional. 

  

5.2. El actor expresa que cada uno de los títulos dispuestos en la Ley 1996 de 

2019 demuestra con claridad que se trata de la regulación del ejercicio de un 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012.html#22
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1306_2009.html#1
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1306_2009_pr001.html#48
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1306_2009_pr001.html#50
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1306_2009_pr001.html#52
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1306_2009_pr001.html#55
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1306_2009_pr001.html#64
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1306_2009_pr002.html#90
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1412_2010.html#6
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr005.html#210
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1098_2006.html#36
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1618_2013.html#13
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html#top
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derecho fundamental (capacidad jurídica de las personas con discapacidad) y 

de la regulación de los mecanismos y procedimientos a través de los cuales se 

puede ejercer el derecho a la personalidad jurídica. En palabras del 

demandante, la Ley 1996 “(…) detalla, con precisión, cada uno de los 

aspectos básicos del o de los mismo, desde lo más simple, hasta lo más 

detallado, desde los principios, la forma de ejercer la personalidad y/o 

capacidad jurídica, hasta los procedimientos para su protección. Incluso es 

una ley que modifica desde el artículo 61 lo relativo a la interdicción del 

Código General del Proceso”.2 

 

5.3. El actor solicita a la Corte declarar la inexequibilidad la totalidad de la 

Ley 1996 de 2019 por no haber sido aprobada por el procedimiento adecuado 

dispuesto en la Constitución Política.   

 

IV. INTERVENCIONES 

 

6. En el proceso de la referencia se recibieron 19 intervenciones de distintas 

entidades, tanto estatales, privadas e internacionales en calidad de amicus 

curiae, así como de ciudadanos independientes. Para su consulta detallada se 

pueden revisar en el Anexo I a esta sentencia. 

 

Interviniente Argumentos Solicitud 

Ministerio de Educación 

Nacional – Instituto 

Nacional para Sordos 

Falta de especificidad y 

suficiencia. 

No se identificaron los 

contenidos de la Ley ni 

las razones por las cuales 

deben tramitarse por ley 

estatutaria. 

La Ley no se refiere al 

núcleo fundamental del 

derecho a la capacidad 

legal. 

Inhibición 

 

Exequible 

Ministerio de Salud y 

Protección Social  

Ausencia de razones 

claras, ciertas, pertinentes 

y suficientes. 

No se regula de forma 

absoluta, integral o 

Inhibición 

 

Exequible 

                                                           
2 Demanda, folio 18.  
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completa del derecho 

fundamental a la 

personalidad jurídica  

Defensoría del Pueblo  Ausencia de claridad, 

certeza, especificidad, 

pertinencia y suficiencia.  

Las materias que regula 

la ley no hacen parte del 

núcleo esencial del 

derecho a la personalidad 

jurídica, sino solo un 

atributo concreto frente a 

una población específica.  

Inhibición 

 

Exequible 

Ministerio de Justicia  No regula de forma 

integral un derecho 

fundamental, solo 

establece los mecanismos 

que facilitan su ejercicio.  

Exequible 

Laboratorio de Derechos 

Económicos Sociales y 

Culturales 

No expone razones 

suficientes.  

La Ley regula las 

acciones afirmativas, los 

ajustes razonables y los 

apoyos necesario para 

permitir el ejercicio del 

derecho a la capacidad 

jurídica. (C-035 de 2015).  

Exequible 

 

Inexequibilidad 

diferida 

Cristián Fernando Aponte  La norma acusada no 

regula ni trata aspectos 

sobre el núcleo esencial 

del derecho fundamental 

a la personalidad jurídica 

contenido en el artículo 

14 constitucional, más 

bien, entiéndase que la 

capacidad legal que 

regula la ley es uno de los 

atributos de la 

personalidad jurídica, y 

para el caso particular, 

Exequible 
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trata sobre las personas 

en situación de 

discapacidad que son 

mayores de edad  

 

María Alejandra Suárez 

Saldarriaga  

La Ley regula un aspecto 

esencial para el ejercicio 

de la capacidad legal y 

establece de manera 

exhaustiva los 

procedimientos, recursos, 

medios, asistencia, 

instrumentos judiciales y 

extra judiciales para 

proteger el derecho 

fundamental del ejercicio 

de la capacidad legal 

 

 

Inexequible 

Instituto JO Clemente de 

Brasil  

Desarrolla argumentos 

generales sobre el 

contenido de la Ley 1996 

de 2019. No se refiere al 

cargo sobre reserva de ley 

estatutaria.  

Exequible 

Secretaria General del 

Órgano de Revisión de la 

Ley de Salud Mental de 

Argentina  

Desarrolla argumentos 

generales sobre el 

contenido de la Ley 1996 

de 2019. No se refiere al 

cargo sobre reserva de ley 

estatutaria. 

Exequible  

Universidad Autónoma de 

Bucaramanga – Clínica 

Jurídica e Interés Público 

y Derechos Humanos  

La Ley no afecta los 

elementos esenciales y 

estructurales del derecho 

fundamental a la 

personalidad jurídica. 

 

Inhibición 

 

Exequible 

Programa de Acción por la 

Igualdad y la Inclusión 

Social - PAIIS 

La demanda no desarrolla 

el contenido del derecho 

fundamental ni los 

Inhibición 

 

Exequible 
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requisitos 

jurisprudenciales sobre la 

reserva de ley estatutaria. 

La ley siguió el trámite 

legislativo adecuado 

porque no pretendía 

regular exhaustivamente 

el derecho fundamental a 

la personalidad jurídica. 

El objeto de la ley es 

armonizar la ley interna 

con los estándares 

internacionales CDPD 

Red Vallecaucana de 

Organizaciones de y para 

personas con discapacidad 

– Redis Valle 

 

La Ley 1996 de 2019 no 

regula de manera 

detallada y general un 

derecho fundamental.  

Exequible 

Grupo de Acciones 

Públicas – Universidad 

Icesi  

Ausencia de especificidad 

y suficiencia del cargo 

formulado. 

Declarar inconstitucional 

la totalidad de la Ley 

1996 de 2019, es una 

medida regresiva. 

Los contenidos de la ley 

no cumplen con los 

requisitos para la reserva 

de ley estatutaria.  

Inhibición 

 

Exequible  

Fundación MEEM Desarrolla argumentos 

generales sobre el 

contenido de la Ley 1996 

de 2019. 

Exequible 

Grupo de Acciones 

Públicas – Universidad del 

Rosario 

Ausencia de suficiencia y 

especificidad.  

La Ley no restringe un 

derecho, ni tampoco lo 

regula exhaustivamente.  

Inhibición 

 

Exequible  

Federación de 

Discapacidad del Valle  

Desarrolla argumentos 

generales sobre el 

Exequible. 
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contenido de la Ley 1996 

de 2019. No regula el 

núcleo de un derecho 

fundamental.  

Clínica Jurídica de 

Derechos Humanos e 

Interés Público – 

Universidad de Ibagué 

La Ley 1996 no regula 

asuntos estructurales, ni 

tampoco de forma 

detallada y completa un 

derecho fundamental.  

Exequible  

Instituto Colombiano de 

Derecho Procesal  

Ausencia de razones 

ciertas, pertinentes, 

específicas y suficientes 

de la demanda. 

Las modificaciones de los 

códigos con competencia 

del legislador ordinario. 

La reserva de ley 

estatutaria es restrictiva.  

La Ley 1996 no regula el 

núcleo esencial del 

derecho a la personalidad 

jurídica.  

Inhibición 

 

Exequible 

Juanita Goebertus – 

Representante a la Cámara  

Ausencia de especificidad 

y suficiencia del cargo 

presentado en la 

demanda.  

La Ley 1996 establece 

unos mecanismos para 

levantar las barreras que 

pueden enfrentar las 

personas con 

discapacidad para ejercer 

su derecho a la capacidad 

legal, en ese orden de 

ideas, no regula de 

manera exhaustiva el 

ejercicio del derecho a la 

personalidad jurídica.  

Inhibición  

 

Exequible  
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V. CONCEPTO DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA 

NACIÓN  

 

7. El Ministerio Público solicitó a la Corte Constitucional declararse inhibida 

para fallar de fondo por ineptitud sustantiva de la demanda. Asimismo, pidió 

que, en caso de proferir una sentencia de fondo, se declare exequible la Ley 

1996 de 2019. 

 

Por un lado, manifestó que la demanda no cumplió con los requisitos de 

especificidad y suficiencia, puesto que se basó en la formulación de un cargo 

genérico de inconstitucionalidad, sin exponer las razones específicas por las 

cuales cada norma en concreto, específicamente, su contenido material, debía 

tramitarse como ley estatutaria.  

 

Por otro lado, consideró que tampoco se satisficieron los requisitos de 

claridad, certeza y pertinencia, al haber asumido que la Ley 1996 de 2019 

reguló de manera integral, completa y sistemática el derecho fundamental 

consagrado en el artículo 14 de la Constitución Política. A su parecer, se 

aludió indistintamente al “derecho fundamental a la capacidad jurídica”, 

como uno de los atributos de la personalidad, y al “derecho fundamental de la 

autonomía personal, personalidad jurídica y/o capacidad plena”, sin haber 

logrado explicar de manera clara y comprensible el concepto de violación 

propuesto.  

 

Por el contrario, en su opinión, el objeto de la ley demandada es limitado, 

pues con aquella normatividad se buscó “establecer un régimen para el 

ejercicio de la capacidad legal de las personas con discapacidad mayores de 

edad, que sea armónico con los distintos marcos normativos elaborados a 

partir de una comprensión específica de la discapacidad con fundamento en 

la cual se exige, de tiempo atrás, una regulación consistente”3. 

 

Explicó que, de admitirse que la Ley 1996 de 2019 regula un derecho 

fundamental, se debería tener en cuenta que lo habría hecho de manera 

restringida, al no haber incorporado los distintos aspectos fijados en todas las 

disposiciones aplicables; “[e]ntre ellas, la CDPD y su ley aprobatoria (Ley 

1346 de 2009), sin mencionar las normas relativas al reconocimiento de la 

personalidad y de la capacidad jurídica”4.  

                                                           
3 Pg. 7.  
4 Pg. 7.  
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Con fundamento en lo anterior, consideró que la Corte Constitucional debía 

declararse inhibida para pronunciarse de fondo. 

 

Ahora bien, en caso de que la Corte decidiera entrar a estudiar el tema de 

fondo, aseveró que el problema jurídico a estudiar debía ser el siguiente: “¿El 

trámite y la expedición de la Ley 1996 de 2019, ‘Por medio de la cual se 

establece el régimen para el ejercicio de la capacidad legal de las personas 

con discapacidad mayores de edad’, desconoció los artículos 14, 152, y 153 

de la Constitución Política, porque se aprobó como una ley ordinaria y no 

como una ley estatutaria?”5. Al respecto, afirmó que, al aplicar el criterio de 

interpretación restrictivo, se ponía en evidencia que el trámite y la expedición 

de la Ley 1996 de 2019 no desconocieron los artículos 14, 152 y 153 de la 

Constitución Política; sino que, por el contrario, observó la regla general que 

se mantiene en favor del Legislador ordinario.  

 

VI. COMPETENCIA  

 

1. La Corte Constitucional es competente para conocer de la presente 

demanda en virtud del numeral 4º del artículo 241 de la Carta Política. 

 

Cuestiones previas 

 

2. El demandante presentó solo un cargo dirigido contra la Ley 1996 de 

2019, según el cual la capacidad jurídica de las personas con discapacidad y 

los mecanismos de apoyo a través de los cuales se regula su ejercicio, es una 

materia que debe ser regulada por una ley estatutaria (art. 152 y 153 de la 

CP), en virtud de que se trata de un asunto integral y esencial de un derecho 

fundamental.  

 

3. La mayoría de los intervinientes solicitaron a la Corte que se declare 

inhibida para fallar por ausencia de cumplimiento de los requisitos para la 

presentación de la demanda. Concretamente, insistieron que el cargo 

formulado por el actor no cumple con los requisitos de suficiencia y 

especificidad ya que, (i) los argumentos son abstractos y generales y no 

desarrolla el contenido de del derecho fundamental a la personalidad jurídica 

(art. 14 CP), (ii) no explica y desarrolla cuáles de los requisitos de la 

jurisprudencia relacionados con la reserva de ley estatutaria que fueron 

                                                           
5 Pg. 8.  
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desconocidos por el legislador y (iii) se limita a afirmar que la Ley 1996 de 

2019 regula todo lo concerniente al ejercicio de la capacidad jurídica de las 

personas en condiciones de discapacidad, pero no explica cuál es su núcleo 

esencial y la regulación estructural que se hace.  

 

Subsidiariamente, pidieron a la Corte que la Ley 1996 de 2019 sea declarada 

constitucional, en la medida en que la norma no regula de manera completa y 

detallada el derecho fundamental a la personalidad jurídica, ni tampoco 

restringe o limita el ejercicio del derecho a la capacidad jurídica, sino todo lo 

contrario, su pretensión es eliminar obstáculos para que las personas con 

discapacidad puedan participar de la realización de actos jurídicos de forma 

directa e independiente.  

 

3.1. La minoría de las intervenciones coadyuvaron a los planteamientos del 

ciudadano demandante.  

 

4. Con sustento en lo anterior, la Sala Plena procederá primero a evaluar la 

aptitud de la demanda y el cargo formulado por el ciudadano, toda vez que la 

mayoría de los intervinientes presentaron preocupaciones sobre la ausencia de 

razones claras, ciertas, suficientes, específicas y pertinentes. Una vez agotado 

este análisis preliminar, la Sala desarrollará unas consideraciones generales 

relacionadas con el concepto y alcance de la cláusula constitucional sobre la 

reserva de ley estatutaria, con el fin de analizar el cargo de 

inconstitucionalidad propuesto.  

 

Aptitud del cargo formulado en la demanda relacionado con la reserva de 

ley estatutaria. Reiteración jurisprudencial. 

 

5. El artículo 2º del Decreto 2067 de 1991 establece los requisitos que deben 

observarse en la formulación de una demanda de inconstitucionalidad.6 

Concretamente las acciones de constitucionalidad requieren tres elementos 

fundamentales: “(1) debe referir con precisión el objeto demandado, (2) el 

                                                           
6 Decreto 2067 de 1991. “Artículo 2º. Las demandas en las acciones públicas de 

inconstitucionalidad se presentarán por escrito, en duplicado, y contendrán: 1. El señalamiento de 

las normas acusadas como inconstitucionales, su transcripción literal por cualquier medio o un 

ejemplar de la publicación oficial de las mismas; 2. El señalamiento de las normas constitucionales 

que se consideren infringidas; 3. Los razones por las cuales dichos textos se estiman violados; 4. 

Cuando fuera el caso, el señalamiento del trámite impuesto por la Constitución para la expedición 

del acto demandado y la forma en que fue quebrantado; y 5. La razón por la cual la Corte es 

competente para conocer de la demanda”. 



 

38 

 

concepto de la violación y (3) la razón por la cual la Corte es competente 

para conocer del asunto” (art. 2, Decreto 2067 de 1991).7  

 

El primero de estos elementos (el objeto demandado) exige el deber del 

ciudadano de indicar inequívocamente la norma o apartes de la norma que a 

su juicio considera son contrarios al ordenamiento constitucional.8 Este 

requisito incluye revisar, por ejemplo, la vigencia de la norma que se ataca, la 

eventual presencia de una cosa juzgada y la necesidad de identificar una 

proposición jurídica completa o realizar la integración de la unidad normativa 

de ser procedente. Estos dos últimos asuntos serán analizados por esta 

providencia más adelante.   

 

El segundo de estos elementos (el concepto de la violación), debe observar, a 

su vez, tres condiciones mínimas: (i) “el señalamiento de las normas 

constitucionales que consideren infringidas “(art. 2, num.2, Decreto 2067 de 

1991); (ii) “la exposición del contenido normativo de las disposiciones 

constitucionales que riñe con las normas demandadas”9 y (iii) exponer las 

razones por las cuales las disposiciones normativas demandadas violan la 

Constitución, las cuales deberán ser, al menos, “claras, ciertas, específicas, 

pertinentes y suficientes”.10  

                                                           
7 Corte Constitucional, sentencia C-1052 de 2001 (MP Manuel José Cepeda Espinosa). Los 

criterios recogidos y fijados en esta sentencia han sido reiterados en muchas decisiones posteriores 

de la Sala Plena. Entre otras, ver por ejemplo: Sentencia C-874 de 2002 (MP Rodrigo Escobar Gil), 

Sentencia C-371 de 2004 (MP Jaime Córdoba Triviño), Auto 033 de 2005 (MP Álvaro Tafur 

Galvis), Auto 031 de 2006 (MP Clara Inés Vargas Gutiérrez), Auto 267 de 2007 (MP Marco 

Gerardo Monroy Cabra), Auto 091 de 2008 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), Auto 112 de 

2009 (MP Clara Elena Reales Gutiérrez), Sentencia C-942 de 2010 (MP Juan Carlos Henao Pérez), 

Auto 070 de 2011 (MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), Sentencia C-243 de 2012 (MP Luis 

Ernesto Vargas Silva; AV Nilson Elías Pinilla Pinilla y Humberto Antonio Sierra Porto), Auto 105 

de 2013 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), Auto 243 de 2014 (MP Mauricio González Cuervo), 

Auto 145 de 2014 (MP Alberto Rojas Ríos), Auto 324 de 2014 (MP Gloria Stella Ortiz Delgado), 

Auto 367 de 2015 (MP Jorge Iván Palacio Palacio), Auto 527 de 2015 (MP María Victoria Calle 

Correa), Sentencia C-088 de 2016 (MP Jorge Iván Palacio Palacio), Sentencia C-246 de 2017 (MP 

Gloria Stella Ortiz Delgado; SPV Luis Guillermo Guerrero Pérez; AV Alejandro Linares Cantillo; 

AV Hernán Leandro Correa Cardozo (e); AV Antonio José Lizarazo Ocampo; AV Gloria Stella 

Ortiz Delgado; AV Aquiles Arrieta Gómez (e)); C-539 de 2019 (MP José Fernando Reyes Cuartas; 

AV Antonio José Lizarazo Ocampo; AV Alberto Rojas Ríos). En todas estas providencias se citan 

y emplean los criterios establecidos en la sentencia C-1052 de 2001 para resolver los asuntos 

tratados en cada uno de aquellos procesos.  
8 Corte Constitucional, Sentencia C-1052 de 2001 (MP Manuel José Cepeda Espinosa). 
9 Corte Constitucional, Sentencia C-1052 de 2001 (MP Manuel José Cepeda Espinosa). 
10 Corte Constitucional, Sentencia C-1052 de 2001 (MP Manuel José Cepeda Espinosa). Al 

respecto, ver el apartado (3.4.2) de las consideraciones de la sentencia.  
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Dichas características, que debe reunir el concepto de violación, formulado 

por quien demanda la norma, fueron definidas por la Corte. En cuanto al 

requisito de la claridad, indicó esta Corporación, que el mismo se refiere a la 

existencia de un hilo conductor en la argumentación, que permita al lector la 

comprensión del contenido en su demanda.11 La condición de certeza, por su 

lado, exige al actor presentar cargos contra una proposición jurídica real, 

existente y que tenga conexión con el texto de la norma acusada, y no una 

simple deducción del demandante.12 La exigencia de especificidad hace 

alusión a que el demandante debe formular, al menos, un cargo constitucional 

concreto y directamente relacionado con las disposiciones que se acusan, pues 

exponer motivos vagos o indeterminados impediría un juicio de 

constitucionalidad.13 En cuanto a la pertinencia, la Corte ha establecido que 

la misma se relaciona con la existencia de reproches basados en la 

confrontación del contenido de una norma superior con aquel de la 

disposición demandada, por lo cual no puede tratarse de argumentos de orden 

legal o doctrinario, o de puntos de vista subjetivos del accionante.14 Con 

respecto a la suficiencia, ésta guarda relación con la exposición de los 

                                                           
11 Corte Constitucional, Sentencia C-382 de 2012 (MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), en la 

cual la Corte puntualizó que no se cumple con el requisito de claridad al no explicarse por qué el 

precepto acusado infringe la norma superior, y Sentencia C- 227 de 2015 (MP Jorge Ignacio Pretelt 

Chaljub), providencia en la cual se explicó que se presenta falta de claridad al existir en la demanda 

consideraciones que pueden ser contradictoras. 
12 Corte Constitucional, Sentencia C-913 de 2004 (MP Manuel José Cepeda Espinosa), en la que se 

aclaró que no se observó el requisito de certeza, por cuanto la demanda no recae sobre una 

proposición jurídica real y existente, sino en una deducida por quien plantea la demanda, o que está 

contenida en una norma jurídica que no fue demandada; sentencia C-1154 de 2005, (MP Manuel 

José Cepeda Espinosa), en la cual se señala que se presenta falta de certeza cuando el cargo no se 

predica del texto acusado; y Sentencia C-619 de 2015 (MP Gloria Stella Ortiz Delgado), en la que 

se indica que la demanda carece de tal requisito al fundarse en una proposición normativa que no 

está contenida en la expresión demandada.  
13 Corte Constitucional, Sentencia C-555 de 2005 (MP Clara Inés Vargas Hernández), en la cual se 

afirmó que no se cumplió con el requisito de especificidad porque los fundamentos fueron 

formulados a partir de apreciaciones subjetivas o propias del pensamiento e ideología que el actor 

tiene sobre el alcance de la manipulación genética y su incidencia en la humanidad y Sentencia C-

614 de 2013 (MP Mauricio González Cuervo), en la que se concluyó que no se trataba de razones 

específicas porque la argumentación se limitó a citar algunas sentencias de la Corte acompañadas 

de motivos de orden legal y de mera conveniencia.  
14 Corte Constitucional, Sentencia C-259 de 2008 (MP Jaime Araújo Rentería), en la cual se señala 

que la demanda carece de pertinencia por cuanto se funda simplemente en conjeturas relacionadas 

con los provechos o las ventajas de la norma en cuestión y Sentencia C-229 de 2015, (MP Gabriel 

Eduardo Mendoza Martelo), en la que se consideró que la acción pública de inconstitucionalidad en 

razón de su objeto, no es un mecanismo encaminado a resolver situaciones particulares, ni a revivir 

disposiciones que resulten deseables para quien formula una demanda. 
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elementos de juicio necesarios para llevar a cabo un juicio de 

constitucionalidad y con el empleo de argumentos que despierten una duda 

mínima sobre la constitucionalidad de la disposición atacada, logrando así que 

la demanda tenga un alcance persuasivo.15  

 

6. La Sala Plena considera que la demanda es apta para ser estudiada de 

fondo, toda vez que, a diferencia de lo que afirman varios de los 

intervinientes, se cumple todos los requisitos exigidos por el Decreto 2067 de 

1991 y la jurisprudencia, como se expondrá a continuación.  

 

6.1. En primer lugar, el demandante identificó con claridad el objeto de la 

demanda, al señalar que la Ley 1996 de 2019 debió ser tramitada conforme a 

los requisitos constitucionales dispuestos para las leyes estatutarias, en razón 

a que “(…) regula de manera exhaustiva el derecho fundamental a la 

capacidad jurídica y sus mecanismos de protección de las personas en 

situación de discapacidad mayores de edad por una ley ordinaria”.16 

Igualmente precisó los contenidos constitucionales que considera vulnerados, 

y que, según el demandante, se trata de contenidos que deben ser regulados a 

través de una ley de mayor jerarquía como lo son las leyes estatutarias. Sobre 

este punto desarrolla el derecho fundamental a la personalidad jurídica 

establecido en el artículo 14 de la Constitución.  

 

6.2.  En segundo lugar, aunado a lo anterior, el actor señaló las normas 

constitucionales que considera infringidas: el derecho al reconocimiento de la 

personalidad jurídica, artículo 14 y las materias y el trámite legislativo de las 

leyes estatutarias, artículos 152 y 153, respectivamente).   

 

6.3.  En tercer lugar, el ciudadano presentó los contenidos normativos de las 

disposiciones constitucionales, así como expuso razones por las cuales la Ley 

1996 de 2019 desconoce la Constitución Política al no haberse tramitado bajo 

los lineamientos de una ley estatutaria.  

 

                                                           
15 Corte Constitucional,  Sentencia C-048 de 2006 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra), en la que 

esta Corporación señaló que las razones expuestas en la demanda no eran suficientes al no haberse 

estructurado una argumentación completa que explicara con todos los elementos necesarios, por 

qué la norma acusada es contraria al precepto constitucional supuestamente vulnerado, y  Sentencia 

C-819 de 2011 (MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), en la cual se afirmó que la acusación 

carecía de suficiencia al no contener los elementos fácticos necesarios para generar una sospecha o 

duda mínima sobre la constitucionalidad del precepto impugnado. 
16 Expediente D-13.743. Escrito de la demanda de inconstitucionalidad, folio 17.  
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6.4.  En línea con lo anterior, la demanda expone razones claras y ciertas. En 

efecto, el demandante desarrolló una argumentación comprensible sobre lo 

que él estima contrario a la Constitución. Al respecto, argumentó que la Ley 

1996 de 2019 debió obedecer a los procedimientos especiales de una ley 

estatutaria en la medida en que regula todo lo relacionado con el contenido y 

alcance del derecho fundamental a la capacidad jurídica de las personas en 

condiciones de discapacidad. De tal forma, según el demandante, al 

establecerse todo lo concerniente al núcleo esencial del ejercicio de un 

derecho, la Ley 1996 debía haber sido tramitada y aprobada con las reglas 

especiales de una ley estatutaria. Con base en lo anterior, se evidencia que el 

demandante desarrolla una argumentación clara, en la medida en que tienen 

un hilo conductor y explica tanto los contenidos de la Constitución que 

considera vulnerados, como los contenidos de la Ley 1996, para demostrar 

que debió haber sido aprobada a través de un trámite de ley estatutaria. Así, 

también, los cargos con ciertos, en razón a que el actor demanda una norma 

vigente y concreta sobre la cual expone una vulneración constitucional 

específica.  

 

6.5.  Del mismo modo, las razones que expone el demandante generan una 

mínima duda sobre la constitucionalidad de la Ley 1996 de 2019, y por tanto, 

el cargo cuenta con razones específicas y suficientes. La Sala Plena encuentra 

que los argumentos expuestos por el ciudadano para fundamentar el cargo 

sobre el desconocimiento de la ley estatutaria cumplen con los requisitos de 

especificidad y suficiencia, toda vez que, por una parte, el ciudadano formuló 

un cargo concreto contra una norma de rango legal que se encuentra vigente y 

lo contrastó con el contenido constitucional. Por otra parte, en el escrito de la 

demanda el actor describe algunos de los contenidos objeto de regulación de 

la Ley 1996 de 2019 para demostrar que “regula de manera completa y 

exhaustiva el derecho fundamental a la autonomía personal, personalidad 

jurídica y/o a la capacidad plena, mediante una ley ordinaria, es decir, una 

ley que no es la adecuada constitucionalmente para contener el peso del o los 

derechos fundamentales antes citados y los mecanismos para su 

protección”.17 Adicionalmente, el demandante explicó por qué el ejercicio de 

la capacidad jurídica de las personas en condiciones de discapacidad, a su 

juicio, debió ser regulado a través de una ley de rango estatutario.   

 

Es cierto, como lo argumentaron algunos intervinientes, que el ciudadano no 

propuso un artículo concreto, sino planteó el cargo de desconocimiento de la 

                                                           
17 Expediente D-13.743. Escrito de la demanda de inconstitucionalidad, folio 17.  
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reserva de ley estatutaria sobre todo del cuerpo normativo. Esto no es razón 

suficiente para inadmitir el cargo, dado que la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional ha admitido y estudiado de fondo demandas presentadas contra 

la integralidad de leyes por el mismo cargo que hoy se formula.  

 

Al respecto, la Corte ha estudiado de fondo varias demandas que se han 

presentado de forma global contra una ley por considerarse violatoria de la 

reserva de ley estatutaria (C-145 de 1994, C-055 de 1995, C-247 de 1995, C-

374 de 1997, C-193 de 1994, C-035 de 2015). Por ejemplo, en la sentencia C-

035 de 201518, los demandantes plantearon un cargo de reserva de ley 

estatutaria contra toda la Ley 1680 de 2013 “Por la cual se garantiza a las 

personas ciegas y con baja visión, el acceso a la información, a las 

comunicaciones, al conocimiento y a las tecnologías de la información y de 

las comunicaciones”.19 Consideraron que los asuntos que regula tienen una 

relación directa e inescindible con el derecho a la igualdad del artículo 13 de 

la Constitución. En aquella oportunidad, la Sala Plena señaló que el cargo 

específico y suficiente y analizó de fondo el cargo contra toda la ley.20 Como 

puede verse aquella normativa regulaba un asunto específico -acceso a la 

información y comunicación de las personas con discapacidad visual- y no 

diferentes materias.  

 

La Corte también recordó en esta providencia que el principio pro actione 

implica que “(…) el examen de los requisitos adjetivos de la demanda de 

constitucionalidad no debe ser sometido a un escrutinio excesivamente 

riguroso y que debe preferirse una decisión de fondo antes que una 

inhibitoria, de manera que se privilegie la efectividad de los derechos de 

participación ciudadana y de acceso al recurso judicial efectivo ante la 

Corte. Este principio tiene en cuenta que la acción de inconstitucionalidad es 

de carácter público, es decir abierta a todos los ciudadanos, por lo que no 

exige acreditar la condición de abogado; en tal medida, ‘el rigor en el juicio 

que aplica la Corte al examinar la demanda no puede convertirse en un 

método de apreciación tan estricto que haga nugatorio el derecho reconocido 

                                                           
18 Corte Constitucional, sentencia C-035 de 2015 (MP María Victoria Calle Correa). 
19 Ver fundamento Número 3 del título de consideraciones de la sentencia.  
20 La Corte afirmó: “es específico, pues no se envuelve en discusiones vagas o excesivamente 

abstractas, sino que, de forma concreta plantea una oposición entre la ley 1680 de 2012 y un 

mandato constitucional contenido en el artículo 152 de la Carta; es pertinente porque consigue 

construir un problema de naturaleza constitucional, y no uno puramente legal, o de conveniencia 

política; y es suficiente porque genera una duda inicial o una pregunta lo suficientemente seria 

acerca de la constitucionalidad de la ley”. Corte Constitucional, sentencia C-035 de 2015.  
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al actor y que la duda habrá de interpretarse a favor del demandante, es 

decir, admitiendo la demanda y fallando de fondo.”21 

 

De manera que la presentación “global” de la demanda por el cargo por 

presunto desconocimiento de la cláusula del artículo 152 de la Constitución, 

no es razón suficiente para inadmitir este tipo de reclamos. Además, la Ley 

1996 de 2019 regula contenidos todos relacionados con el derecho a la 

capacidad jurídica, de manera que no se trata de un cuerpo normativo con 

asuntos de diferente naturaleza o temáticas, sobre los cuales se deba exigir al 

ciudadano precisar cuáles son aquellos que alega como derechos 

fundamentales, por ejemplo. La Corte en sentencia C-260 de 2016, 22 o más 

reciente en la sentencia C-465 de 2020,23 resolvió inhibirse ante demandas de 

inconstitucionalidad que formularon como cargos la violación de la reserva de 

ley estatutaria contra la integralidad de leyes (Ley 1765 de 2015 y Ley 1098 

de 2006, respectivamente) que regulan asuntos de todo tipo y desde distintas 

perspectivas. En estos casos, es claro que el actor tiene una carga adicional y 

es precisar qué normas específicamente cumplen con las condiciones para ser 

consideradas bajo reserva de ley estatutaria según las relaciones con el 

derecho fundamental.  

 

De esa forma, lo que se debe examinar son las razones que expone el 

demandante sobre el y los contenidos de la misma ley que ataca y su relación 

con las materias que deben aprobarse bajo los lineamientos más rigurosos que 

exige una ley estatutaria.  

 

6.6.  Finalmente, la Sala Plena considera que la demanda también expone 

razones pertinentes para sustentar el cargo, pues el reproche se sustenta en el 

contenido de normas de carácter superior, como los son los artículos 14, 152 y 

153 de la Constitución, invoca jurisprudencia constitucional sobre el 

contenido del derecho a la personalidad jurídica, y todo ello, lo contrasta con 

la Ley 1996. De esa forma, se evidencia que el ciudadano no acude a 

opiniones personales o doctrinales abstractas, sino argumentos de naturaleza 

constitucional.  

 
                                                           
21 Corte Constitucional, sentencia C-035 de 2015. 
22 Como ocurrió, por ejemplo, en la sentencia C-260 de 2016 (MP Luis Ernesto Vargas Silva; SV 

Alberto Rojas Ríos; SV Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), en la cual la Corte Constitucional se declaró 

inhibida para fallar por cuanto no se expusieron razones específicas y suficientes, pues en la 

demanda se formulaba un cargo general contra una ley de noventa y tres artículos que regulaba 

diferentes materias (Ley 1765 de 2015).   
23 Corte Constitucional, sentencia C-465 de 2020 (MP Alberto Rojas Ríos).  
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6.7.  En cuanto a los argumentos de algunos intervinientes que afirmaron que 

el actor había omitido explicar los requisitos que se exigen 

jurisprudencialmente para establecer si una ley que regula materias de 

derechos fundamentales, debe ser tramitada como ley estatutaria,24 la Sala 

estima que el actor sí mencionó dentro de sus argumentos al menos dos de 

estos requisitos, como lo son, la intervención del núcleo esencial de un 

derecho fundamental y la regulación “integral y exhaustiva” del derecho a la 

capacidad jurídica de las personas en condiciones de discapacidad.  

 

Ahora bien, exigirle al ciudadano realizar el juicio riguroso sobre la 

procedencia de la reserva de ley estatutaria es una carga que no le 

corresponde, y en cambio, en el escrito de la demanda se advierten razones 

que la Sala estima suficientes para generar una mínima duda sobre la presunta 

inconstitucionalidad de la Ley 1996 de 2019 por el cargo formulado. 

Recuérdese que la acción de inconstitucionalidad es de naturaleza pública y 

que el principio pro actione exige al juez constitucional no someter a un 

“escrutinio excesivamente riguroso” el examen de los requisitos de la 

demanda y preferir “una decisión de fondo antes que una inhibitoria”,25 de 

tal forma que se garantice la participación ciudadana en asuntos 

constitucionales, así como el acceso a un recurso judicial efectivo.  

 

                                                           
24 Entiéndanse “Las reglas jurisprudenciales vigentes que establecen el alcance de la reserva de ley 

estatutaria son las siguientes: (i) se rige por criterios restrictivos; (ii) la regulación de derechos y 

deberes fundamentales está sujeta a reserva de ley estatutaria. No obstante, no todo evento ligado a 

los derechos fundamentales debe ser tramitado mediante este tipo de ley; (iii) la regulación 

estatutaria u ordinaria no se define por la denominación adoptada por el Legislador, sino por su 

contenido material; (iv) las disposiciones objeto de trámite cualificado son aquellas que regulan el 

núcleo esencial del derecho o deber fundamental, aspectos inherentes al mismo, la estructura 

general y sus principios reguladores o la normativa que lo regula de forma integral, completa y 

sistemática. Igualmente, la reserva también aplica cuando se “trate de un mecanismo constitucional 

necesario e indispensable para la defensa y protección de un derecho fundamental”. (v) Los 

elementos estructurales se refieren a aquellos más cercanos a su núcleo esencial, es decir, los 

aspectos inherentes al ejercicio del derecho que consagren límites, restricciones, excepciones y 

prohibiciones que afecten dicho núcleo esencial delimitado por la Constitución; y (vi) la regulación 

integral es aquella cuyo objeto directo es desarrollar el régimen de derechos fundamentales, no 

materias relacionadas, y que tenga la pretensión de ser una regulación integral, completa y 

sistemática”. Cfr. C-370 de 2019 (MP Gloria Stella Ortiz Delgado; SV José Fernando Reyes 

Cuartas). 
25 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-511 de 2013 (MP Nilson Pinilla Pinilla; SV Jorge 

Iván Palacio Palacio; SV María Victoria Calle Correa; SV Alberto Rojas Ríos; SV Luis Ernesto 

Vargas Silva).  
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6.8.  Con todo lo anterior, se observa que la demanda cumple con los 

requisitos mínimos para ser admitida y analizada de fondo por la Corte 

Constitucional.  

 

VII. Problemas jurídicos y consideraciones de la Corte 

 

7. Una vez establecida la aptitud de la demanda objeto de análisis, la Sala 

procederá a establecer si la Ley 1996 de 2019 fue tramitada en 

desconocimiento de la reserva de ley estatutaria dispuesta en los artículos 152 

y 153 de la Constitución Política, en tanto, según el actor, regula 

integralmente un derecho fundamental, como lo es el ejercicio de la capacidad 

jurídica de las personas mayores de edad en condiciones de discapacidad. 

Para dar respuesta a este interrogante, se estudiará la jurisprudencia 

constitucional que ha desarrollado el concepto y alcance de la reserva de ley 

estatutaria, y luego, desde el análisis del derecho fundamental objeto de 

regulación, establecer si se cumple con los requisitos jurisprudenciales de la 

reserva de ley estatutaria.   

 

Cláusula de reserva de leyes estatutarias en materia de derechos 

fundamentales (literal a del artículo 152 CP). Reiteración jurisprudencial.  

 

8. La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha desarrollado una 

jurisprudencia constante y pacífica relacionada con el contenido y alcance de 

la reserva de ley estatutaria.26 El constituyente consagró un sistema normativo 

                                                           
26 Las reglas de esta consideración fueron tomadas en su mayor parte de las siguientes sentencias: 

Corte Constitucional de Colombia, sentencias C-013 de 1993 (MP Eduardo Cifuentes Muñoz); C-

145 de 1994 (MP Alejandro Martínez Caballero); C-226 de 1994 (MP Alejandro Martínez 

Caballero); C-408 de 1994 (MP Fabio Morón Díaz); C-055 de 1995 (MP Alejandro Martínez 

Caballero); C-374 de 1997 (MP José Gregorio Hernández Galindo); C-448 de 1997 (MP Alejandro 

Martínez Caballero); C-114 de 1999 (MP Fabio Morón Díaz), C-662 de 2000 (MP Fabio Morón 

Díaz), C-620 de 2001 (MP Jaime Araujo Rentería); C-646 de 2001 (MP Manuel José Cepeda 

Espinosa); C-687 de 2002 (MP Eduardo Montealegre Lynett; SV Alfredo Beltrán Sierra y Jaime 

Araujo Rentería); C-229 de 2003 (MP Rodrigo Escobar Gil); C-910 de 2004 (MP Rodrigo Escober 

Gil; SPV Jaime Araujo Rentería); C-193 de 2005 (MP Manuel José Cepeda Espinosa); C-877 de 

2005 (MP Jaime Córdoba Triviño; SV Jaime Araujo Rentería; SV Alfredo Beltrán Sierra; AV 

Humberto Antonio Sierra Porto); C-981 de 2005 (MP Clara Inés Vargas Hernández; SV Jaime 

Araujo Rentería); C-319 de 2006 (MP Álvaro Tafur Galvis; SV Jaime Araujo Rentería; SV 

Humberto Antonio Sierra Porto); C-756 de 2008 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra); C-1063 de 

2008 (MP Manuel José Cepeda Espinosa); C-942 de 2009 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; AV 

María Victoria Calle Correa); C-913 de 2010 (MP Nilson Pinilla Pinilla; SV Mauricio González 

Cuervo), Sentencia C-748 de 2011 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; SV y AV María Victoria 

Calle Correa; SPV Mauricio González Cuervo; SV y AV Jorge Iván Palacio Palacio; SV y AV 

Luis Ernesto Vargas Silva), C-818 de 2011 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; SPV María 
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jerárquico que supone varias categorías de leyes que se distinguen del tipo de 

materias que regulan y del trámite legislativo que debe agotarse.27 En el caso 

de las leyes estatutarias, se eligieron materias que son de relevancia 

constitucional, cuya estabilidad es trascendental,28 y sobre las cuales se 

requiere un debate democrático más exigente, y por tanto, se contempló un 

trámite de aprobación riguroso.29 En palabras de la Corte:  

 

“La Constitución Política de 1991 introdujo la modalidad de las 

leyes estatutarias para regular algunas materias respecto de las 

cuales quiso el Constituyente dar cabida al establecimiento de 

conjuntos normativos armónicos e integrales, caracterizados por 

una mayor estabilidad que la de las leyes ordinarias, por un nivel 

superior respecto de éstas, por una más exigente tramitación y 

por la certeza inicial y plena acerca de su constitucionalidad. 

  

La propia Carta ha diferenciado esta clase de leyes no solamente 

por los especiales asuntos de los cuales se ocupan y por su 

jerarquía, sino por el trámite agravado que su aprobación, 

modificación o derogación demandan (…)”30 

                                                                                                                                                                                
Victoria Calle Correa; SPV Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), C-902 de 2011 (MP Jorge Iván 

Palacio Palacio; AV Luis Ernesto Vargas Silva), C-862 de 2012 (MP Alexei Julio Estrada (e); 

APV y SPV María Victoria Calle Correa; AV Jorge Iván Palacio Palacio; AV Nilson Pinilla 

Pinilla); C-511 de 2013 (MP Nilson Pinilla Pinilla; SV Jorge Iván Palacio Palacio; SV María 

Victoria Calle Correa; SV Alberto Rojas Ríos; SV Luis Ernesto Vargas Silva); C-035 de 2015 (MP 

María Victoria Calle Correa); C-385 de 2015 (MP Alberto Rojas Ríos; AV María Victoria Calle 

Correa; AV Mauricio González Cuervo);  C-260 de 2016 (MP Luis Ernesto Vargas Silva; SV 

Alberto Rojas Ríos; SV Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), C-007 de 2018 (MP Gloria Stella Ortiz 

Delgado), C-204 de 2019 (MP Alejandro Linares Cantillo; SV Carlos Bernal Pulido; SPV Antonio 

José Lizarazo Ocampo), C-370 de 2019 (MP Gloria Stella Ortiz Delgado; SV José Fernando Reyes 

Cuartas); C-015 de 2020 (MP Alberto Rojas Ríos; AV Antonio José Lizarazo Ocampo), C-127 de 

2020 (MP Cristina Pardo Schlesinger; AV Alejandro Linares Cantillo). 
27 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-408 de 1994 (MP Fabio Morón Díaz). 
28 Corte Constitucional de Colombia, sentencias C-226 de 1994 (MP Alejandro Martínez 

Caballero), C-425 de 1994 (MP José Gregorio Hernández Galindo), C-055 de 1995 (MP Alejandro 

Martínez Caballero), C-981 de 2005 (MP Clara Inés Vargas Hernández; SV Jaime Araujo 

Rentería). 
29 Corte Constitucional de Colombia, sentencias C-877 de 2005 (MP Jaime Córdoba Triviño; SV 

Jaime Araujo Rentería; SV Alfredo Beltrán Sierra; AV Humberto Antonio Sierra Porto), C-981 de 

2005 (MP Clara Inés Vargas Hernández; SV Jaime Araujo Rentería), Corte Constitucional de 

Colombia, sentencia C-748 de 2011 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; SV y AV María Victoria 

Calle Correa; SPV Mauricio González Cuervo; SV y AV Jorge Iván Palacio Palacio; SV y AV 

Luis Ernesto Vargas Silva).   
30 Corte Constitucional de Colombia, sentencias C-425 de 1994 (MP José Gregorio Hernández 

Galindo), C-877 de 2005 (MP Jaime Córdoba Triviño; SV Jaime Araujo Rentería; SV Alfredo 

Beltrán Sierra; AV Humberto Antonio Sierra Porto), entre otras.  
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9. El artículo 152 de la Constitución establece que “mediante leyes 

estatutarias, el Congreso regulará las siguientes materias: a) derechos y 

deberes fundamentales de las personas y los procedimientos y recursos para 

su protección; b) administración de justicia; c) organización y régimen de 

los partidos y movimientos políticos; estatuto de la oposición y funciones 

electorales; d) instituciones y mecanismos de participación ciudadana; e) 

estados de excepción; f) la igualdad electoral entre los candidatos a la 

Presidencia de la República que reúnan los requisitos que determine la ley 

(…)”.31 En la misma línea, el artículo 153 establece los requisitos mínimos 

para el trámite y la aprobación de este tipo de leyes: (i) “la aprobación, 

modificación o derogación (…) exigirá la mayoría absoluta de los miembros 

del Congreso”; (ii) “deberá efectuarse dentro de una sola legislatura” y (iii) 

el trámite comprende la revisión previa de la Corte Constitucional.32 

 

10. En lo relacionado con el literal (a) del artículo 152, es decir, los 

“derechos y deberes fundamentales de las personas y los procedimientos y 

recursos para su protección”, la Corte ha establecido que es una norma de 

interpretación restrictiva y de aplicación excepcional, toda vez que no puede 

vaciarse la facultad del legislador ordinario.33 Al recordar las sesiones de la 

Asamblea Nacional Constituyente, la Corte recordó que “las leyes 

estatutarias sobre derechos fundamentales tienen por objeto desarrollarlos y 

complementarlos. Esto no supone que toda regulación en la cual se toquen 

aspectos relativos a un derecho fundamental deba hacerse por vía de ley 

                                                           
31 Constitución Política de Colombia, artículo 152.  
32 Constitución Política de Colombia, artículo 153.  
33 “En materia de derechos fundamentales debe efectuarse "una interpretación restrictiva de la 

reserva de ley estatutaria porque una interpretación extensiva convertiría la excepción -las leyes 

estatutarias basadas en mayorías cualificadas y procedimientos más rígidos- en regla, en 

detrimento del principio de mayoría simple que es el consagrado por la Constitución".  Esto 

significa que las leyes estatutarias están encargadas de regular únicamente los elementos 

estructurales esenciales de los derechos fundamentales y |de los mecanismos para su protección, 

pero no tienen como objeto regular en detalle cada variante de manifestación de los mencionados 

derechos o todos aquellos aspectos que tengan que ver con su ejercicio, porque ello conduciría a 

una petrificación del ordenamiento jurídico.” Sentencia C-226 de 1994 (MP Alejandro Martínez 

Caballero). Entre otras, sentencias C-425 de 1994 (MP José Gregorio Hernández Galindo), C-620 

de 2001 (MP Jaime Araujo Rentería), C-511 de 2013 (MP Nilson Pinilla Pinilla; SV Jorge Iván 

Palacio Palacio; SV María Victoria Calle Correa; SV Alberto Rojas Ríos; SV Luis Ernesto Vargas 

Silva), C-035 de 2015 (MP María Victoria Calle Correa); C-385 de 2015 (MP Alberto Rojas Ríos; 

AV María Victoria Calle Correa; AV Mauricio González Cuervo);  C-260 de 2016 (MP Luis 

Ernesto Vargas Silva; SV Alberto Rojas Ríos; SV Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), C-007 de 2018 

(MP Gloria Stella Ortiz Delgado).  
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estatutaria”.34 Del mismo modo, ha señalado que este tipo de leyes no fueron 

creadas en el ordenamiento “con el fin de regular en forma exhaustiva y 

casuística todo evento ligado a los derechos fundamentales”.35 

 

11. Conforme a lo anterior, la Corte empezó a desarrollar ciertos criterios que 

muestran cuándo una materia relacionada con derechos fundamentales debe 

ser regulada a través de una ley estatutaria, so pena de ser inconstitucional 

por un vicio de competencia.36 Afirmó que los asuntos objeto de regulación 

estatutaria no dependen de la denominación que le dé el legislador al cuerpo 

normativo, sino a su contenido material. Señaló que la exigencia del trámite 

de ley estatutaria “debe entenderse limitada a los contenidos más cercanos al 

núcleo esencial de ese derecho”, pues en realidad “toda la legislación de 

manera más o menos lejana, se encuentra vinculada con los derechos 

fundamentales”.37 De esa forma, la interpretación de cuándo una materia 

debe ser regulada vía ley estatutaria debe ser restrictiva y excepcional:  

 

“(…) en razón a la amplitud de temas que recoge la reserva de 

ley estatutaria, la jurisprudencia ha sido uniforme en establecer 

que la misma debe interpretarse de forma restrictiva. De lo 

contrario, se vaciaría de competencia al Legislador ordinario. 

Este criterio cobra particular relevancia en el ámbito de la 

regulación de los derechos y deberes fundamentales, pues es 

evidente que toda norma se refiere directa o indirectamente al 

ejercicio o restricción de un derecho fundamental. Así, este 

Tribunal ha enfatizado en que no todo evento ligado a los 

derechos fundamentales debe ser tramitado mediante ley 

estatutaria. Igualmente, que la identificación del trámite al que 

está sujeta la norma se hace a partir del contenido material de las 

disposiciones y no de su identificación formal”.38 

 

                                                           
34 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-013 de 1993 (MP Eduardo Cifuentes Muñoz). 
35 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-013 de 1993 (MP Eduardo Cifuentes Muñoz). 
36 Corte Constitucional de Colombia, sentencias C-448 de 1997 (MP Alejandro Martínez 

Caballero), C-877 de 2005 (MP Jaime Córdoba Triviño; SV Jaime Araujo Rentería; SV Alfredo 

Beltrán Sierra; AV Humberto Antonio Sierra Porto). 
37 Corte Constitucional de Colombia, sentencias C-408 de 1994 (MP Fabio Morón Díaz), C-687 de 

2002 (MP Eduardo Montealegre Lynett), C-229 de 2003 (MP Rodrigo Escobar Gil), C-910 de 

2004 (MP Rodrigo Escober Gil; SPV Jaime Araujo Rentería), C-981 de 2005 (MP Clara Inés 

Vargas Hernández; SV Jaime Araujo Rentería). 
38 Corte Constitucional, sentencia C-370 de 2019 (MP Gloria Stella Ortiz Delgado; SV José 

Fernando Reyes Cuartas).  
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12.  Así, por ejemplo, la Corte aseguró que si una norma legal “contiene 

cláusulas que afecten, restrinjan, limiten o condicionen el núcleo esencial de 

derechos fundamentales, el trámite de ley estatutaria no puede evadirse”.39 

En el caso de las materias que se regulan a través de Códigos, se ha señalado 

que, sin duda, varios de ellos regulan asuntos de derechos fundamentales, 

tales como el Código Penal, el Código Civil, el Código de la Infancia y la 

adolescencia; sin embargo, la misma Carta autoriza al Congreso para expedir 

por vía ordinaria toda clase de estatutos que, por regla general, son leyes 

ordinarias.40 De ese modo, tan solo deberán regularse por ley estatutaria 

aquellas disposiciones que afecten el núcleo esencial de un derecho 

fundamental, como pasó en la sentencia C-620 de 2001,41 en la cual la Corte 

resolvió que la acción de habeas corpus debía ser tramitada a través de una 

ley estatutaria, por tanto, declaró inconstitucional las disposiciones de la Ley 

600 de 2000 que la regulaban, y lo demás lo dejó incólume.42  

 

13. Sobre el concepto del “núcleo esencial” de un derecho fundamental, la 

Corte lo ha entendido como “(…) aquellas facultades o posibilidades de 

actuación necesarias para que el derecho sea reconocible como pertinente al 

tipo descrito, sin las cuales el derecho se desnaturalizaría. Igualmente, se ha 

dicho que el núcleo esencial se refiere a los intereses jurídicamente 

protegidos como núcleo y médula del derecho. Se puede entonces hablar de 

una esencialidad del contenido del derecho, para hacer referencia a aquella 

parte del contenido del mismo que es absolutamente necesaria para que los 
                                                           
39 Corte Constitucional de Colombia, sentencias C-374 de 1997 (MP José Gregorio Hernández 

Galindo), C-319 de 2006 (MP Álvaro Tafur Galvis; SV Jaime Araujo Rentería; SV Humberto 

Antonio Sierra Porto). 
40 Corte Constitucional de Colombia, sentencias C-013 de 1993 (MP Eduardo Cifuentes Muñoz), 

C-114 de 1999 (MP Fabio Morón Díaz) y C-662 de 2000 (MP Fabio Morón Díaz), C-646 de 2001 

(MP Manuel José Cepeda Espinosa). 
41 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-620 de 2001 (MP Jaime Araujo Rentería).  
42 Esta posición la explicó más claro la Corte en una sentencia posterior, en la que señaló que, “La 

inclusión de asuntos sometidos a la reserva de ley estatutaria dentro de una ley ordinaria, no obliga 

a que la totalidad de la ley deba ser tramitada por el mismo procedimiento excepcional. En este 

caso, sólo aquellos asuntos que afecten el núcleo esencial de derechos fundamentales, bien sea 

porque restringen o limitan su ejercicio o su garantía, deben ser tramitados como ley estatutaria, 

pero los demás asuntos no cobijados por este criterio material pueden recibir el trámite de una ley 

ordinaria. Lo anterior no implica un desmembramiento de una ley que regule integralmente una 

materia, ni afecta el carácter sistemático que caracteriza, por ejemplo, a los códigos. El legislador 

puede escoger la alternativa que, cumpliendo con las exigencias constitucionales, sea la más 

aconsejable para la adecuada regulación de la materia correspondiente. Por ejemplo, puede optar 

por una única ley que reciba el trámite de ley estatutaria en aquellas materias que así lo requieren. 

También puede tramitar en un cuerpo normativo separado aquellas materias que requieren trámite 

especial”. Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-193 de 2005 (MP Manuel José Cepeda 

Espinosa). 
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intereses jurídicamente protegibles, que dan vida al derecho, resulten 

real, concreta y efectivamente protegidos. De ese modo, se rebasa o se 

desconoce el contenido esencial cuando el derecho queda sometido a 

limitaciones que lo hacen impracticable, lo dificultan más allá de lo 

razonable o lo despojan de la necesaria protección”.43 

 

La Corte también ha establecido que se desarrollan aspectos importantes del 

núcleo esencial de un derecho fundamental cuando se desarrollan los 

principios básicos que rigen su ejercicio y “la definición de las prerrogativas 

básicas que se desprenden del derecho para los titulares y que se convierten 

en obligaciones para los sujetos pasivos”.44 

 

14. De esa forma, cuando el legislador asume la tarea de regular de manera 

“integral, estructural o completa (…) un tema de aquellos que menciona el 

artículo 152 superior, debe hacerlo mediante ley estatutaria, aunque dentro 

de esta regulación general haya disposiciones particulares que por su 

contenido material no tengan el significado de comprometer el núcleo 

esencial de derechos cuya regulación se defiere a este especial proceso de 

expedición legal. Es decir, conforme con el aforismo latino que indica que 

quien puede lo más puede lo menos, una ley estatutaria que de manera 

integral pretende regular un asunto de los que enumera la precitada norma 

constitucional, puede contener normas cuya expedición no estaba reservada a 

este trámite, pero en cambio, a la inversa, una ley ordinaria no puede 

                                                           
43 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-620 de 2001 (MP Jaime Araujo Rentería). En las 

sentencias C-756 de 2008 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra); C-1063 de 2008 (MP Manuel José 

Cepeda Espinosa) y C-942 de 2009 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; AV María Victoria Calle 

Correa) se resolvió la inconstitucionalidad de varios artículos de la Ley 1164 de 2007, por no 

cumplirse con la reserva de ley estatutaria. La norma establecía un “proceso de recertificación de 

talento humano en salud” que debían acreditar los profesionales d la salud para continuar 

ejerciendo su profesión. La Corte consideró que se trataba de una violación al núcleo esencial del 

derecho fundamental a ejercer profesión u oficio: “se entiende que los títulos de idoneidad o los 

certificaciones que limitan el ejercicio profesional por ser posteriores al reconocimiento profesional 

y estar dirigidos a comprobar la idoneidad del desempeño profesional como requisito fundamental 

para continuar con su ejercicio, tienen un impacto en la restricción del derecho mucho mayor que 

los títulos que autorizan el ejercicio profesional y, por ello, hacen parte del núcleo esencial del 

derecho, no solamente porque el Estado ha generado confianza sobre la idoneidad del profesional 

con el título que le confirió, sino también porque el titular del derecho enfocó su vida laboral, 

económica y social, alrededor de la disciplina que escogió como instrumento para su desarrollo 

personal y familiar”. Cfr. C-942 de 2009 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; AV María Victoria 

Calle Correa) 
44 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-748 de 2011 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; 

SV y AV María Victoria Calle Correa; SPV Mauricio González Cuervo; SV y AV Jorge Iván 

Palacio Palacio; SV y AV Luis Ernesto Vargas Silva).  
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contener normas particulares reservadas por la Constitución a las leyes 

estatutarias.”45  

 

15. La Corte ha aclarado que aquel requisito de integralidad y 

sistematicidad de la regulación del derecho fundamental que cumplen las 

leyes estatutarias implica que “debe referirse a los elementos estructurales 

del derecho, es decir, (…) (i) a las prerrogativas que se derivan del derecho y 

que se convierten en obligaciones para los sujetos pasivos, (ii) a los 

principios que guían su ejercicio –cuando haya lugar, y (iii) a las 

excepciones a su régimen de protección y otras limitaciones de orden 

general”.46 

 

16. En ese orden de ideas, la Corte ha advertido que las leyes estatutarias 

tienen una doble función (a) asegurar que el legislador “integre, perfeccione, 

regule y complemente normas sobre derechos fundamentales, que apunten a 

su adecuado goce y disfrute”47 y (b) “establecer una garantía constitucional 

a favor de los ciudadanos frente a los eventuales límites que, exclusivamente 

en virtud del principio de proporcionalidad, pueda establecer el 

legislador”.48 

 

                                                           
45 Corte Constitucional de Colombia, sentencias C-620 de 2001 (MP Jaime Araujo Rentería). 

Reiterado, entre otras, en las sentencias C-229 de 2003 (MP Rodrigo Escobar Gil), C-910 de 2004 

(MP Rodrigo Escober Gil; SPV Jaime Araujo Rentería); Sentencia C-748 de 2011 (MP Jorge 

Ignacio Pretelt Chaljub; SV y AV María Victoria Calle Correa; SPV Mauricio González Cuervo; 

SV y AV Jorge Iván Palacio Palacio; SV y AV Luis Ernesto Vargas Silva) 
46 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-818 de 2011 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; 

SPV María Victoria Calle Correa; SPV Gabriel Eduardo Mendoza Martelo). Ver por ejemplo la 

sentencia C-862 de 2012 mediante la cual se resolvió declarar la constitucionalidad del proyecto de 

ley estatutaria relacionado con el Estatuto de la Juventud. La Corte encontró que algunas de las 

disposiciones del proyecto de ley tenían naturaleza estatutaria y otras no. Principalmente, las 

relativas a los mecanismos de participación.  
47 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-687 de 2002 (MP Eduardo Montealegre Lynett).  
48 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-687 de 2002 (MP Eduardo Montealegre Lynett). 

En el mismo sentido lo precisó la Corte: “De las funciones que cumple la ley respecto a los 

derechos fundamentales, la Sentencia C-791 de 2011 establece  tres subreglas para la 

determinación de la reserva estatutaria: (i) cuando la ley actualiza o configura el contenido de los 

elementos estructurales de un derecho fundamental debe ser expedida mediante el procedimiento 

legislativo más exigente, (ii) igual exigencia se predica cuando se regula o precisa los aspectos 

inherentes a su ejercicio y los elementos  que hacen parte de su ámbito constitucionalmente 

protegido y (ii) por el contrario, cuando la ley tenga como cometido armonizar o ponderar 

derechos, que sin duda es su función más común, deberá ser tramitada por procedimientos 

ordinarios.” Cfr. sentencia C-818 de 2011 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; SPV María Victoria 

Calle Correa; SPV Gabriel Eduardo Mendoza Martelo). 
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17. Con fundamento en el desarrollo jurisprudencial, mediante sentencia C-

646 de 200149 la Corte recogió las reglas jurisprudenciales que desarrollaron 

los criterios para determinar si un asunto está o no sometido a la reserva de 

ley estatutaria, en lo relativo al literal (a) del artículo 152, y que se han 

reiterado hasta la jurisprudencia más reciente (véase, por ejemplo sentencias 

C-035 de 2015, C-818 de 2011, C-370 de 2019, C-127 de 2020): (i) que se 

trate de un derecho de naturaleza fundamental, (ii) que la regulación sea 

integral, completa y sistemática, (iii) que las disposiciones regulen de forma 

directa el núcleo esencial del derecho fundamental, los aspectos inherentes al 

mismo, sus principios y estructura,50 (iv) que la regulación desarrolle 

elementos estructurales que impliquen una afectación al derecho, como 

límites, restricciones, excepciones y prohibiciones que interfieran el núcleo 

esencial del derecho y (v) la reserva también aplica cuando se “trate de un 

mecanismo constitucional necesario e indispensable para la defensa y 

protección de un derecho fundamental”.51 De manera que es necesario que en 

cada derecho fundamental se realice un ejercicio de interpretación de sus 

contenidos para delimitar cuáles deben ser regulados por este tipo de ley 

especial y cuáles podrían estar a cargo del legislador ordinario. 

 

18. En lo relacionado con “los procedimientos y recursos para su 

protección” (literal a, art. 152 CP), la Corte ha establecido que se trata de 

herramientas para hacer efectivos los derechos fundamentales, de tal modo no 

hacen parte de la estructura esencial del derecho, y en consecuencia, “pueden 

                                                           
49 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-646 de 2001 (MP Manuel José Cepeda 

Espinosa).  
50 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-015 de 2020 (MP Alberto Rojas Ríos; AV 

Antonio José Lizarazo Ocampo).  
51 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-646 de 2001 (MP Manuel José Cepeda 

Espinosa). Condiciones reiteradas, entre otras, en las sentencias C-818 de 2011 (MP Jorge Ignacio 

Pretelt Chaljub; SPV María Victoria Calle Correa; SPV Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), C-902 

de 2011 (MP Jorge Iván Palacio Palacio; AV Luis Ernesto Vargas Silva), C-511 de 2013 (MP 

Nilson Pinilla Pinilla; SV Jorge Iván Palacio Palacio; SV María Victoria Calle Correa; SV Alberto 

Rojas Ríos; SV Luis Ernesto Vargas Silva), C-035 de 2015 (MP María Victoria Calle Correa); C-

385 de 2015 (MP Alberto Rojas Ríos; AV María Victoria Calle Correa; AV Mauricio González 

Cuervo);  C-260 de 2016 (MP Luis Ernesto Vargas Silva; SV Alberto Rojas Ríos; SV Jorge Ignacio 

Pretelt Chaljub), C-007 de 2018 (MP Gloria Stella Ortiz Delgado), C-204 de 2019 (MP Alejandro 

Linares Cantillo; SV Carlos Bernal Pulido; SPV Antonio José Lizarazo Ocampo), C-370 de 2019 

(MP Gloria Stella Ortiz Delgado; SV José Fernando Reyes Cuartas), C-015 de 2020 (MP Alberto 

Rojas Ríos; AV Antonio José Lizarazo Ocampo), C-127 de 2020 (MP Cristina Pardo Schlesinger; 

AV Alejandro Linares Cantillo). 
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o no ser desarrollados en una misma ley estatutaria”.52 La regulación 

estatutaria de los mecanismos de protección de los derechos fundamentales 

solo se activa cuando éstos sirven para la protección directa de ellos y son 

necesarios e indispensables para su realización efectiva.53 De tal modo, al 

tratarse de mecanismos judiciales, solo aquellos que son reforzados y están 

dirigidos a la protección directa e inmediata.54 

 

19. En conclusión, las leyes expedidas por el Congreso de la República, en su 

gran mayoría, se relacionan con la garantía y respeto de los derechos 

fundamentales reconocidos en la Carta Política. Esto es apenas un 

cumplimiento de las obligaciones constitucionales dentro del Estado Social de 

Derecho. Sin embargo, no todas las leyes que tengan estos contenidos deben 

ser tramitadas a través del proceso legislativo cualificado de las leyes 

estatutarias acorde con el literal (a) del artículo 152 de la CP. La 

jurisprudencia constitucional ha establecido con claridad unos requisitos 

necesarios que deben estudiarse al momento de evaluar cuándo una ley o 

materia debe ser regulada a través de ley estatutaria. El juez constitucional 

deberá analizar cada caso y establecer si hay una afectación al núcleo esencial 

del derecho fundamental objeto de regulación, así como, si se pretende 

regular de forma integral su alcance, contenidos y principios para hacer 

posible su ejercicio real y efectivo.  

 

ANÁLISIS DEL CARGO 

 

El derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica 

 

20. El Título II “De los Derechos, las garantías y los deberes”, en el Capítulo 

1 “De los derechos fundamentales”, se encuentra consagrado el artículo 14 de 

la Constitución Política el cual dispone “[t]oda persona tiene derecho al 

reconocimiento de la personalidad jurídica”. La Corte desde muy temprano 

                                                           
52 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-748 de 2011 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; 

SV y AV María Victoria Calle Correa; SPV Mauricio González Cuervo; SV y AV Jorge Iván 

Palacio Palacio; SV y AV Luis Ernesto Vargas Silva).  
53 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-748 de 2011 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; 

SV y AV María Victoria Calle Correa; SPV Mauricio González Cuervo; SV y AV Jorge Iván 

Palacio Palacio; SV y AV Luis Ernesto Vargas Silva).  
54 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-748 de 2011 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; 

SV y AV María Victoria Calle Correa; SPV Mauricio González Cuervo; SV y AV Jorge Iván 

Palacio Palacio; SV y AV Luis Ernesto Vargas Silva). En lo referente a los diferentes mecanismos 

de protección de los derechos fundamentales pueden verse la sentencia C-372 de 2011 (MP Jorge 

Ignacio Pretelt Chaljub; SV María Victoria Calle Correa; SV Humberto Antonio Sierra Porto).  
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tuvo la oportunidad de iniciar la interpretación constitucional de esta 

disposición. En la sentencia T-485 de 199255 dijo que el derecho a la 

personalidad jurídica “(…) presupone toda una normatividad jurídica, según 

la cual todo hombre por el hecho de serlo tiene derecho a ser reconocido 

como sujeto de derechos, con dos contenidos adicionales: titularidad de 

derechos asistenciales y repudio de ideologías devaluadoras de la 

personalidad, que lo reduzcan a la simple condición de cosa. (…) Debe en 

consecuencia resaltarse que este derecho, confirmatorio del valor de la 

sociedad civil regimentada por el derecho, es una formulación política 

básica, que promueve la libertad de la persona humana; y que proscribe toda 

manifestación racista o totalitaria frente a la libertad del hombre. (…) Este 

derecho fundamental a la personalidad jurídica que consagró el 

Constituyente de 1991 es más una declaración de principio, que acoge a la 

persona en lugar del individuo, como uno de los fundamentos esenciales del 

nuevo ordenamiento normativo”.56 

 

21. En el mismo sentido, en la sentencia C-109 de 199557 la Corte señaló que 

este derecho fundamental no implica solo la capacidad de toda persona para 

participar en el tráfico jurídico y ser titular de derechos y obligaciones, sino 

también “comprende la posibilidad que todo ser humano tiene de ostentar 

determinados atributos que constituyen su esencia, por lo que este derecho 

fundamental comprende también las características propias de la 

persona”.58 Los atributos de la personalidad jurídica permiten a toda persona 

actuar en sociedad de acuerdo al proyecto de vida elegido, así como conocer 

su historia e identidad en la comunidad donde se desarrolla. Los atributos son 

el nombre, el domicilio, el estado civil, el patrimonio, la nacionalidad y la 

capacidad. Según la Corte “No puede haber personas a quienes se les niegue 

la personalidad jurídica, ya que ello equivaldría a privarles de capacidad 

para ejercer derechos y contraer obligaciones”.59 

 

                                                           
55 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-485 de 1992 (MP Fabio Morón Díaz).  
56 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-485 de 1992 (MP Fabio Morón Díaz). 
57 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-109 de 1995 (MP Alejandro Martínez Caballero; 

SV José Gregorio Hernández Galindo; SV Hernando Herrera Vergara y Vladimiro Naranjo Mesa). 
58 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-109 de 1995 (MP Alejandro Martínez Caballero; 

SV José Gregorio Hernández Galindo; SV Hernando Herrera Vergara y Vladimiro Naranjo Mesa). 
59 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-109 de 1995 (MP Alejandro Martínez Caballero; 

SV José Gregorio Hernández Galindo; SV Hernando Herrera Vergara y Vladimiro Naranjo Mesa). 

Las reglas jurisprudenciales citadas en este aparte, así como en la nota anterior, son reiteradas en 

las sentencias C-243 de 2001 (MP Rodrigo Escobar Gil), SU-696 de 2015 (MP Gloria Stella Ortiz 

Delgado; SPV Luis Guillermo Guerrero Pérez; SV Jorge Ignacio Pretelt Chaljub).  
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22. En cuanto a la capacidad jurídica, concretamente, la jurisprudencia 

constitucional ha establecido que se trata de “la aptitud legal para adquirir 

derechos y ejercerlos”, lo que implica garantizar la participación de una 

persona en la sociedad a través de la realización de actos jurídicos que 

generen efectos para sí o terceros involucrados. En palabras de la Corte, al 

tratarse de un asunto financiero, sostuvo:  

 

“En el campo de las relaciones jurídicas que se traban entre los 

particulares, tiene especial relevancia el artículo 14 de la 

Constitución, el cual consagra el derecho al reconocimiento de la 

personalidad jurídica como una verdadera garantía de la persona 

natural para que goce de la capacidad jurídica o de la aptitud para 

ser titular de derechos y obligaciones, no sólo de contenido 

extrapatrimonial sino también de carácter económico, lo que 

implica una integración potencial a la vida negocial y al tráfico 

jurídico de una sociedad. Así pues, esta Corporación ha dicho 

que "el Estado no entrega una dádiva ni entrega un privilegio a la 

persona cuando le reconoce como sujeto de derecho, con las 

consecuencias jurídicas que ello comporta", pues es indudable 

que al individuo le debe ser posible participar en la vida social y 

económica no sólo a la hora de concretar sino de configurar 

algunos aspectos básicos del régimen económico. En este orden 

de ideas, no puede haber personas a quienes se les niegue la 

personalidad jurídica, ya que ello equivaldría a privarles de la 

capacidad de ejercer derechos y contraer obligaciones (…) Por 

consiguiente, todas las personas tienen vocación para ejercer su 

capacidad jurídica en cualquier actividad lícita, lo que incluye la 

actividad bancaria”.60 

 

23. Como lo explica de manera precisa la sentencia C-182 de 201661 la 

capacidad jurídica tiene dos acepciones: la de goce y la de ejercicio. La 

primera hace referencia a ser titular de un derecho, a disfrutar de él; mientras 

que la segunda, implica practicar el derecho, utilizarlo o realizar actos 

jurídicos que permitan su disfrute. La Corte concluyó en esta oportunidad que 

la capacidad de goce es “(i) es una cualidad, no un derecho ni un estatus; (ii) 

                                                           
60 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia SU-166 de 1999 (MP Alejandro Martínez 

Caballero).  
61 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-182 de 2016 (MP Gloria Stella Ortiz Delgado; 

AV María Victoria Calle Correa; SV Luis Guillermo Guerrero Pérez; SPV Gabriel Eduardo 

Mendoza Martelo; SV Luis Ernesto Vargas Silva).  
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actúa como centro unificador y centralizador de las diversas relaciones 

jurídicas que conciernen al individuo; (iii) es general y abstracta, ya que 

representa la posibilidad de ser titular de derechos aunque no se llegue a 

ejercer alguno; (iv) está fuera de la voluntad humana y del comercio, porque 

no puede ser objeto de contratos o negocios jurídicos”.62 La capacidad de 

ejercicio, por su parte, “habilita a la persona para ejercer directamente la 

titularidad de sus derechos, sin que medie una voluntad de un tercero o sin 

que se requiera la autorización de la ley para ello. En palabras más 

concretas, la capacidad de ejercicio es la aptitud que tiene una persona para 

ejercer autónoma e independientemente sus derechos. || Así pues, la 

capacidad jurídica, o sea, la capacidad para ser titular de derechos 

subjetivos patrimoniales, la tiene toda persona sin necesidad de estar dotada 

de voluntad reflexiva; en cambio, la capacidad de obrar está supeditada a la 

existencia de esa voluntad”.63 

 

24. En términos de la legislación civil, para la existencia y validez de un acto 

jurídico, se requiere de la capacidad legal de una persona, no solo la de goce, 

sino también la de ejercicio.  El Código Civil establece que “para que una 

persona se obligue a otra por un acto o declaración de voluntad, es 

necesario: 1) que sea legalmente capaz (…) la capacidad legal de una 

persona consiste en poderse obligar por sí misma, sin el ministerio o la 

autorización de otra” (art. 1502). Luego, se reconoce que toda persona es 

legalmente capaz, “excepto aquellas que la ley declara incapaces” (art. 

1503). 

 

25. Una vez definido el contenido y alcance del derecho fundamental a la 

personalidad jurídica establecido en el artículo 14 de la Constitución Política, 

y específicamente el atributo de la capacidad, se procederá a describir la Ley 

1996 de 2019 para ver su relación con su núcleo esencial y poder determinar 

si aquella debía ser tramitada y aprobada conforme los lineamientos de una 

ley estatutaria.  

 

                                                           
62 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-182 de 2016 (MP Gloria Stella Ortiz Delgado; 

AV María Victoria Calle Correa; SV Luis Guillermo Guerrero Pérez; SPV Gabriel Eduardo 

Mendoza Martelo; SV Luis Ernesto Vargas Silva).  
63 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-182 de 2016 (MP Gloria Stella Ortiz Delgado; 

AV María Victoria Calle Correa; SV Luis Guillermo Guerrero Pérez; SPV Gabriel Eduardo 

Mendoza Martelo; SV Luis Ernesto Vargas Silva).  
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La Ley 1996 de 2019 “por medio de la cual se establece el régimen para el 

ejercicio de la capacidad legal de las personas con discapacidad mayores de 

edad” 

 

26. Continuando las ideas anteriores, el artículo 1504 del Código Civil 

establecía: “Son absolutamente incapaces las personas con discapacidad 

mental, los impúberes y sordomudos que no pueden darse a entender. || Sus 

actos no producen ni aún obligaciones naturales, y no admiten caución. || Son 

también incapaces los menores adultos que no han obtenido habilitación de 

edad y los disipadores que se hallen bajo interdicción. Pero la incapacidad de 

estas personas no es absoluta y sus actos pueden tener valor en ciertas 

circunstancias y bajo ciertos respectos determinados por las leyes. || Además 

de estas incapacidades hay otras particulares que consisten en la prohibición 

que la ley ha impuesto a ciertas personas para ejecutar ciertos actos”. (Los 

apartes subrayados fueron derogados por el artículo 57 de la Ley 1996 de 

2019.)  

 

Esta disposición consagra la “incapacidad legal”, la cual “consiste 

fundamentalmente en la restricción de la posibilidad de intervenir en el 

comercio jurídico (…) es de carácter excepcional, porque la regla general en 

materia civil es la de que toda persona es hábil para ejercer sus derechos y 

para realizar cualesquier actos jurídico lícito”.64 Para casos de incapacidad 

legal absoluta el Código Civil y la Ley 1306 de 2009 prohibieron la ejecución 

de todo acto jurídico y previeron la necesidad de actuar siempre a través de 

un representante legal, denominado “guardador”, el cual era designado a 

través de un proceso de interdicción.  

 

27. Las personas con discapacidad mental eran consideradas incapaces 

absolutos, la declaración de interdicción de una persona se hacía a través de 

un proceso de jurisdicción voluntaria regulado por el Código General del 

Proceso (arts. 577 al 586) y la Ley 1306 de 2009 “Por la cual se dictan 

normas para la protección de las personas con discapacidad mental y se 

establece el régimen de la representación legal de incapaces emancipados”. 

Esta Ley estableció todo el régimen de guardas a favor de las personas con 

discapacidad mental. Este nuevo régimen, a diferencia de lo que se establecía 

en el texto original del Código Civil, desde una perspectiva de la dignidad 

                                                           
64 Ospina Fernández, Guillermo y Ospina Acosta, Eduardo. “Teoría general del contrato y del 

negocio jurídico”. Ed. Temis (2019). Pág. 87.  
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humana y la igualdad, reconoció que las personas con discapacidad mental 

eran sujetos de derechos y obligaciones. 

 

28. En el mismo año de la Ley 1306, el Congreso aprobó la Convención de 

Naciones Unidas para los derechos de las personas con discapacidad a través 

de la Ley 1346 de 2009, la cual establece en su artículo 12 que las personas 

con discapacidad tienen derecho a la capacidad jurídica en igualdad de 

condiciones.  

 

29. Posteriormente, la Ley Estatutaria 1618 de 2013 “Por medio de la cual se 

establecen las disposiciones para garantizar el pleno ejercicio de los 

derechos de las personas con discapacidad”, dispuso en su artículo 21: “El 

Ministerio de Justicia y del Derecho, o quien haga sus veces, en alianza con 

el Ministerio Público y las comisarías de familia y el ICBF, deberán 

proponer e implementar ajustes y reformas al sistema de interdicción judicial 

de manera que se desarrolle un sistema que favorezca el ejercicio de la 

capacidad jurídica y la toma de decisiones con apoyo de las personas con 

discapacidad, conforme al artículo 12 de la Convención sobre los Derechos 

de las Personas con Discapacidad de Naciones Unidas”.  

 

30. La Ley 1996 de 2019 derogó expresamente los artículos 1° al 48, 50 al 52, 

55, 64 y 90 de la Ley 1306 de 2009. Es decir, todo lo referente a la guarda e 

interdicción de las personas entendidas como incapaces absolutos o relativos 

por presentar alguna discapacidad mental. Dentro de esta nueva normativa, 

los cambios más relevantes son los siguientes: (i) elimina del ordenamiento 

civil la incapacidad legal absoluta por discapacidad mental, dejando solo a los 

impúberes como sujetos incapaces absolutos; (ii) deroga el régimen de 

guardas e interdicción para las personas en condiciones de discapacidad 

mental, cognitiva o intelectual; (iii) presume la capacidad de goce y ejercicio 

para todas las personas con discapacidad; (iv) establece dos mecanismos que 

facilitan a las personas con discapacidad manifestar su voluntad y 

preferencias en el momento de tomar decisión con efectos jurídicos: (a) 

acuerdos de apoyos y (b) adjudicación judicial de apoyos; y (v) regula las 

directivas anticipadas, como una herramienta para las personas mayores de 

edad en las que se manifiesta la voluntad de actos jurídicos con antelación a 

los mismos.  

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1346_2009.html#12
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31. Los antecedentes legislativos de esta Ley65 demuestran que este nuevo 

régimen de apoyos es el cumplimiento de las obligaciones internacionales 

asumidas por el Estado establecidas en el artículo 12 de la Convención sobre 

Derechos de las Personas con Discapacidad, la interpretación realizada por el 

Comité del tratado a través de la Observación General No. 1 (2014) y la 

recomendación realizada concretamente a Colombia, mediante informe del 

año 2016 del mismo organismo internacional.66 En el contexto del proyecto 

de ley y su exposición de motivos, se puso de presente que la capacidad de 

ejercicio ha sido históricamente restringida a la población con discapacidad y 

que “la herencia de instituciones del derecho romano clásico, como la figura 

de interdicción, se han configurado como impedimentos para el 

reconocimiento del derecho al ejercicio de su capacidad jurídica, pues se 

desarrollan desde una perspectiva médico-rehabilitador, que solo se limita a 

señalar las carencias y lo necesario desde el ámbito médico para 

reconocerles como personas “normales”.67  

 

32. En virtud del estándar internacional mencionado y la Ley Estatutaria 

1618, el legislador asumió la obligación de reemplazar el actual régimen de 

sustitución de la voluntad (la interdicción), por un sistema de toma de 

decisiones con apoyos, que fue finalmente materializado con la Ley 1996 de 

2019. En palabras del legislador:  

 

“Por lo anterior, el proyecto responde tanto a las necesidades de 

personas con discapacidad que requieran apoyos leves, como a 

las de quienes requieran apoyos más intensos. En el primer caso, 

los apoyos leves pueden ser previstos por las mismas personas 

con discapacidad y sus redes de apoyo a través de los acuerdos de 

apoyo o en su defecto de las directivas anticipadas. En el caso de 

los apoyos más intensos, estos pueden ser solicitados incluso por 

una tercera persona con interés legítimo, y pueden llegar al punto 

                                                           
65 Congreso de la República de Colombia. Gaceta No. 322. Informe de ponencia para primer debate 

del proyecto de ley número 236 de 2019 Senado, 027 de 2017 Cámara. 7 de mayo de 2019. Páginas 

18 – 23.  
66 “El Comité recomienda al Estado parte que adopte un plan para la revisión y modificación de 

toda la legislación, que incluya la derogación inmediata de disposiciones que restrinjan el pleno 

reconocimiento de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad, incluyendo la ley 1306 

(2009), No. 1412 (2010) del Código Civil, el Código Penal y leyes adjetivas”. ONU. Comité sobre 

los Derechos de las Personas con Discapacidad. Observaciones finales sobre el Informe Inicial a 

Colombia. 31 de agosto de 2016.  
67 Congreso de la República de Colombia. Gaceta No. 322. Informe de ponencia para primer debate 

del proyecto de ley número 236 de 2019 Senado, 027 de 2017 Cámara. 7 de mayo de 2019. Página 

21.  
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de requerir que una persona de confianza interprete de la mejor 

manera la voluntad y las preferencias de la persona con 

discapacidad a través de un proceso judicial. Así, el proyecto 

responde a una realidad compleja en donde las personas con 

discapacidad pueden requerir apoyos distintos, dejando atrás la 

dicotomía entre personas con capacidad plena y “personas con 

discapacidad mental absoluta”. (…) 

 

Este proyecto permite, con las medidas que implementa, que la 

persona con discapacidad pueda tomar decisiones y controle su 

propia vida y que la participación de terceros sea facilitando y 

apoyando la toma de decisiones, y no sustituyéndola. En este 

sentido, los dos mecanismos de realización de apoyos, así como 

la herramienta de las directivas anticipadas, permiten que la toma 

de decisiones con apoyos sea aplicable a personas que requieren 

distintos niveles de apoyos”.68 

 

33. Conforme a lo anterior, a manera descriptiva, la Ley 1996 de 2019 se 

compone de nueve (9) capítulos. El Capítulo I establece todas las 

disposiciones generales referentes al objeto, la interpretación normativa, las 

definiciones, los principios, los criterios para establecer salvaguardias y la 

presunción de capacidad. El Capítulo II consagra los mecanismos para el 

ejercicio de la capacidad legal y para la realización de actos jurídicos, en los 

que vale la pena mencionar, (i) los acuerdos de apoyos y (ii) la adjudicación 

judicial de apoyos a través de un proceso de jurisdicción voluntaria (cuando 

lo solicita directamente el titular del acto jurídico), o a través de un proceso 

verbal sumario (cuando lo inicia una persona distinta al titular del acto 

jurídico). En este capítulo también se desarrollan los artículos que establecen 

cómo deben determinarse y realizarse la valoración de los apoyos. El 

Capítulo III desarrolla todo lo concerniente a los acuerdos de apoyos para la 

celebración de actos jurídicos (la designación, la duración, su modificación y 

terminación). El Capítulo IV define y desarrolla las Directivas Anticipadas. 

El Capítulo V regula todo lo referente a la adjudicación judicial de apoyos, 

artículos que modifican disposiciones del Código General del Proceso, 

principalmente. El Capítulo VI consagra las disposiciones sobre las personas 

que funge como apoyo; los requisitos, obligaciones inhabilidades, 

representación, responsabilidades, entre otros. El Capítulo VII establece un 

                                                           
68 Congreso de la República de Colombia. Gaceta No. 322. Informe de ponencia para primer debate 

del proyecto de ley número 236 de 2019 Senado, 027 de 2017 Cámara. 7 de mayo de 2019. Página 

18 (primer párrafo citado) y 22 (segundo párrafo citado).  
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único artículo en el que contempla que los actos jurídicos que involucren 

bienes sujetos a registro deben contar con una anotación de que el acto en 

cuestión fue realizado utilizando apoyos. El Capítulo VIII establece el 

régimen de transición en relación con los procesos y declaraciones de 

interdicción vigentes al momento de la promulgación de la Ley 1996 de 

2019. Finalmente, el Capítulo IX consagra las derogatorias, modificaciones y 

las disposiciones finales.  

 

La expedición y aprobación de la Ley 1996 de 2019 no desconoció la reserva 

de ley estatutaria del literal a) del artículo 152 de la Constitución Política 

toda vez que no regula de forma integral y exhaustiva el núcleo esencial de 

un derecho fundamental 

 

34. El demandante interpuso acción pública de inconstitucionalidad contra la 

Ley 1996 de 2019 por considerar que desconoció los artículos 14, 152 y 153 

de la Constitución. Argumentó que el derecho a la personalidad jurídica es un 

derecho de naturaleza fundamental, y en esa medida, la Ley debía haber sido 

tramitada y aprobada con mayorías calificadas y acorde con los lineamientos 

que deben observarse para las leyes estatutarias. Sostuvo que este cuerpo 

normativo regula exhaustivamente el ejercicio de la capacidad legal de las 

personas con discapacidad, y por lo mismo, no podía ser aprobado a través de 

una ley ordinaria.  

 

35. Como fue expuesto en las consideraciones de esta providencia, la 

jurisprudencia constitucional de forma pacífica y reiterada ha establecido que 

el alcance de la reserva de ley estatutaria debe ser restrictivo y excepcional, y 

en ese orden de ideas, no toda regulación que trate materias de derechos 

fundamentales debe ser regulada por medio de una ley estatutaria. De esa 

forma, tratándose del literal a) del artículo 152, la Corte ha señalado que los 

criterios para determinar si un asunto está o no sometido a la reserva de ley 

estatutaria son los siguientes: (i) que se trate de un derecho de naturaleza 

fundamental, (ii) que la regulación sea integral, completa y sistemática, (iii) 

que las disposiciones regulen de forma directa el núcleo esencial del derecho 

fundamental, los aspectos inherentes al mismo, sus principios y estructura,69 

(iv) que la regulación desarrolle elementos estructurales que impliquen una 

afectación al derecho, como límites, restricciones, excepciones y 

prohibiciones que interfieran el núcleo esencial del derecho y (v) la reserva 

                                                           
69 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-015 de 2020 (MP Alberto Rojas Ríos; AV 

Antonio José Lizarazo Ocampo).  
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también aplica cuando se “trate de un mecanismo constitucional necesario e 

indispensable para la defensa y protección de un derecho fundamental”.70 

 

36. La Sala Plena realizará la evaluación de la Ley 1996 de 2019 a la luz de 

cada uno de los criterios jurisprudenciales mencionados. Cabe advertir que 

este análisis se hará de forma global, en razón a que el demandante no dirigió 

su cargo a algún artículo o capítulo concreto.  

 

36.1. Sin duda el reconocimiento de la personalidad jurídica es un derecho de 

naturaleza fundamental, consagrado en el artículo 14 de la Constitución. Del 

mismo modo, la jurisprudencia lo ha interpretado con la misma calidad 

iusfundamental, al contar con la funcionalidad de materializar la dignidad 

humana.71 No obstante lo anterior, el contenido de este derecho fundamental 

incluye igualmente el reconocimiento de los atributos de la personalidad, 

estos son, el nombre, el domicilio, el estado civil, la nacionalidad, el 

patrimonio y la capacidad. La Sala observa que la Ley 1996 de 2019 se 

concentra únicamente en regular lo referente al ejercicio de la capacidad legal 

de las personas con discapacidad mayores de edad, y no hace ninguna 

regulación concreta a los demás atributos de la personalidad. En efecto, el 

objeto de la Ley 1996 es el de “establecer medidas específicas para la 

garantía del derecho a la capacidad legal plena de las personas con 

discapacidad, mayores de edad, y al acceso a los apoyos que puedan 

requerirse para el ejercicio de la misma” (artículo 1°). Es decir, su cobertura 

se dirige a regular uno de los atributos de la personalidad a favor de un sector 

de la población, como sujeto de especial protección. Cabe recordar en este 

punto, que las leyes estatutarias no fueron creadas en el ordenamiento “con el 

                                                           
70 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-646 de 2001 (MP Manuel José Cepeda 

Espinosa). Condiciones reiteradas, entre otras, en las sentencias C-818 de 2011 (MP Jorge Ignacio 

Pretelt Chaljub; SPV María Victoria Calle Correa; SPV Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), C-902 

de 2011 (MP Jorge Iván Palacio Palacio; AV Luis Ernesto Vargas Silva), C-511 de 2013 (MP 

Nilson Pinilla Pinilla; SV Jorge Iván Palacio Palacio; SV María Victoria Calle Correa; SV Alberto 

Rojas Ríos; SV Luis Ernesto Vargas Silva), C-035 de 2015 (MP María Victoria Calle Correa); C-

385 de 2015 (MP Alberto Rojas Ríos; AV María Victoria Calle Correa; AV Mauricio González 

Cuervo);  C-260 de 2016 (MP Luis Ernesto Vargas Silva; SV Alberto Rojas Ríos; SV Jorge Ignacio 

Pretelt Chaljub), C-007 de 2018 (MP Gloria Stella Ortiz Delgado), C-204 de 2019 (MP Alejandro 

Linares Cantillo; SV Carlos Bernal Pulido; SPV Antonio José Lizarazo Ocampo), C-370 de 2019 

(MP Gloria Stella Ortiz Delgado; SV José Fernando Reyes Cuartas), C-015 de 2020 (MP Alberto 

Rojas Ríos; AV Antonio José Lizarazo Ocampo), C-127 de 2020 (MP Cristina Pardo Schlesinger; 

AV Alejandro Linares Cantillo). 
71 Según la Corte Constitucional “será fundamental todo derecho constitucional que funcionalmente 

esté dirigido a lograr la dignidad humana y sea traducible en un derecho subjetivo”. Sentencias T-

227 de 2003, citada en la sentencia C-370 de 2019 (MP Gloria Stella Ortiz Delgado).  
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fin de regular en forma exhaustiva y casuística todo evento ligado a los 

derechos fundamentales”, y en consecuencia, su interpretación y alcance 

debe ser restrictiva y excepcional.72 

 

36.2. El objeto de la regulación de la Ley 1996, no es directamente el derecho 

fundamental, sino las herramientas a través de las cuales se pretende asegurar 

su ejercicio para una población específica. El propósito de esta Ley es el de 

establecer los mecanismos con los que se reemplaza del todo la figura de la 

interdicción civil, y se garantiza el ejercicio pleno de la capacidad jurídica de 

las personas con discapacidad. En efecto, la voluntad del legislador fue la de 

“propender a eliminar las barreras que generan discriminación y 

marginalización, y asegurar los apoyos requeridos para que todas las 

personas con discapacidad puedan ejercer todos sus derechos, sin distinción 

alguna”.73 Así, a pesar de que la materia de regulación está relacionada con 

derechos fundamentales, su objeto es la creación de herramientas para su 

efectivo ejercicio. Incluso, la principal modificación proviene del artículo 

1504 del Código Civil, al eliminar del todo como “incapacidad legal”, la 

discapacidad, y en consecuencia, prohibir la interdicción.  

 

36.3. La Ley 1996 de 2019 no tiene como finalidad afectar el núcleo esencial 

de un derecho fundamental, pues su materia de regulación se centra en 

“establecer medidas específicas para garantizar el derecho a la capacidad 

jurídica plena de las personas con discapacidad, al tiempo que determina el 

acceso a los apoyos que puedan requerirse para el ejercicio de esta”.74 En 

virtud de esto, lo que hace la misma ley es adaptar o armonizar la ley civil a 

los estándares del modelo social de la discapacidad, y en consecuencia, 

prohíbe la interdicción e inhabilitación por discapacidad, crea el régimen de 

toma de decisiones con apoyos y modifica el Código Civil, el Código General 

del Proceso y la Ley de guardas (Ley 1609 de 2009), en lo pertinente. Con 

todo, se observa que se trata de establecer mecanismos para asegurar el 

ejercicio de la capacidad legal, materia que siempre ha sido regulada 

mediante leyes ordinarias.   

 

                                                           
72 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-013 de 1993 (MP Eduardo Cifuentes Muñoz). 
73 Congreso de la República de Colombia. Gaceta No. 322. Informe de ponencia para primer debate 

del proyecto de ley número 236 de 2019 Senado, 027 de 2017 Cámara. 7 de mayo de 2019. Página 

21.  
74 Congreso de la República de Colombia. Gaceta No. 322. Informe de ponencia para primer debate 

del proyecto de ley número 236 de 2019 Senado, 027 de 2017 Cámara. 7 de mayo de 2019. Página 

22.  
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36.4. La Ley 1996 de 2019 no desarrolla elementos estructurales que 

impliquen límites, restricciones o excepciones que interfieran en el núcleo 

esencial del derecho fundamental, pues, por el contrario, lo que pretende la 

normativa es eliminar los obstáculos existentes y garantizar el ejercicio de la 

capacidad a través de mecanismos o herramientas acordes con los estándares 

internacionales de la discapacidad. Nótese que el núcleo esencial del derecho 

fundamental se encuentra reconocido a través de la Ley 1346 de 2009 

(aprobatoria de la Convención sobre los derechos de las personas con 

discapacidad) y Ley Estatutaria 1618 de 2013. De tal forma, la regulación no 

desarrolla elementos estructurales que interfieran en el núcleo esencial del 

derecho fundamental de la personalidad jurídica.  

 

36.5. La Ley 1996 de 2019, como ya fue mencionado antes, se concentra en 

establecer un régimen de toma de decisiones con apoyo a favor de las 

personas con discapacidad mayores de edad. Es decir, el alcance de la 

regulación es limitado y dirigido a un sector de la población y a una faceta 

concreta del derecho a la personalidad jurídica (la capacidad). Por ende, la 

Sala estima que no se trata de una regulación completa, exhaustiva e integral.  

 

En este punto cabe recordar que en la sentencia C-035 de 2015, al estudiar 

una demanda de inconstitucionalidad contra la Ley 1680 de 201375 afirmó 

que no estaba sometida a reserva de ley estatutaria porque “no se trata de una 

regulación integral del derecho a la igualdad material y efectiva de las 

personas con discapacidad visual (…) lo cierto es que se trata de una ley que 

desarrolla la faceta de accesibilidad y eliminación de barreras dentro de un 

marco previamente definido por la Ley Estatutaria 1618 de 2013, que sí 

contiene un desarrollo sistemático e integral de los derechos de las 

personas con discapacidad, con el propósito explícito de armonizar la 

legislación interna con los principios y reglas de la Convención sobre los 

derechos de las personas con discapacidad del año 2006”.76 
                                                           
75 Por medio de la cual se garantiza a las personas ciegas y con baja visión, el acceso a la 

información, a las comunicaciones, al conocimiento y a las tecnologías de la información y de las 

comunicaciones. 
76 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-035 de 2015 (MP María Victoria Calle Correa). 

La Corte precisó también: “Un aspecto muy relevante para la solución de este problema jurídico es 

la diversidad intrínseca a la diversidad funcional, es decir el innumerable conjunto de condiciones 

que pueden llevar a dificultades de integración social. Sería imposible, desde ese punto de vista, 

que mediante una ley estatutaria se abordaran todos los aspectos de los derechos de las personas 

con discapacidad, lo que explica y justifica que, después de incorporar al orden interno la CDPCD 

y de aprobar una ley estatutaria que siente los principios y elementos estructurales para el goce 

efectivo de sus derechos, el Legislador ordinario asuma la tarea de ocuparse de cada una de estas 

obligaciones, como ocurre con la Ley 1680 de 2013.” 



 

65 

 

 

Bajo esta misma línea argumentativa, la Sala Plena considera que la Ley 

1996 de 2019 materializa el cumplimiento de una obligación internacional del 

Estado correspondiente a crear los mecanismos adecuados y necesarios para 

garantizar la participación de las personas con discapacidad en el tráfico 

jurídico en igualdad de condiciones. Así, la Ley 1996 de 2019 desarrolla una 

faceta establecida en el artículo 21 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013.  

 

37. Con fundamento en todo lo anterior, la Sala Plena encuentra que la Ley 

1996 de 2019 no desconoce los mandatos constitucionales dispuestos en los 

artículos 14, 152 y 153 de la Constitución, relacionados con las materias que 

requieren para su regulación de reserva de ley estatutaria.  

  

Conclusiones 

 

38. En esta providencia la Sala Plena analizó si de forma general la Ley 1996 

de 2019 “Por medio de la cual se establece el régimen para el ejercicio de la 

capacidad legal de las personas con discapacidad mayores de edad” era 

contraria a lo dispuesto en los artículos 152 y 153 de la Constitución Política 

al haber sido expedida y aprobada como ley ordinaria, a pesar de regular el 

ejercicio de la capacidad legal de las personas con discapacidad.  

 

39. La Corte Constitucional recordó la jurisprudencia relativa a las 

condiciones que deben cumplirse para establecer si una materia debe ser 

sujeta al trámite y aprobación estatutaria. Advirtió que su interpretación es 

excepcional y restrictiva. En lo correspondiente al literal a) del artículo 152, 

la jurisprudencia ha establecido cinco criterios que deben analizarse para esta 

determinación, entre los cuales se debe definir si (i) se trata de un derecho de 

naturaleza fundamental, (ii) si la regulación es integral, completa y 

sistemática, (iii) las disposiciones regulan de forma directa el núcleo esencial 

del derecho fundamental, los aspectos inherentes al mismo, sus principios y 

estructura,  (iv) la regulación desarrolla elementos estructurales que implican 

una afectación al derecho, como límites, restricciones, excepciones y 

prohibiciones que interfieran el núcleo esencial del derecho y (v) se trata de 

un mecanismo constitucional necesario e indispensable para la defensa y 

protección de un derecho fundamental. 

 

40. En esta oportunidad, la Sala Plena encontró que la Ley 1996 de 2019 a 

pesar de que regula una de las aristas del derecho fundamental a la 

personalidad jurídica, como lo es la capacidad de goce y ejercicio, incorpora 
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medidas y mecanismos dirigidos a favor de las personas con discapacidad 

para el ejercicio de aquel derecho. Para lograrlo, elimina barreras legales 

como la interdicción y las reemplaza por un sistema de apoyos que permite a 

las personas con discapacidad tomar decisiones bajo su voluntad y 

preferencias. Con lo anterior, la Corte concluyó que en la regulación de la 

Ley 1996 de 2019 no se afecta el núcleo esencial del derecho fundamental a 

la personalidad jurídica, y por tanto, el legislador no desconoció el mandato 

constitucional de los artículos 152 y 153 de la Constitución.  

  

En mérito de lo expuesto, la Sala Plena de la Corte Constitucional de la 

República de Colombia, administrando justicia en nombre del pueblo y por 

mandato de la Constitución,  

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: Declarar la EXEQUIBILIDAD de la Ley 1996 de 2019 “Por 

medio de la cual se establece el régimen para el ejercicio de la capacidad 

legal de las personas con discapacidad mayores de edad” por el cargo de 

reserva de ley estatutaria sobre la integralidad de la Ley.  

 

Comuníquese, notifíquese y cúmplase.  

 

 

 

ALBERTO ROJAS RÍOS 

Presidente 

 

 

 

DIANA FAJARDO RIVERA 

Magistrada 

Con aclaración de voto 

 

 

 

JORGE ENRIQUE IBÁÑEZ NAJAR 

Magistrado 
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Magistrado 

Con aclaración de voto 

 

 

 

ANTONIO JOSÉ LIZARAZO OCAMPO 

Magistrado 

 

 

 

PAOLA ANDREA MENESES MOSQUERA 

Magistrada 

Con aclaración de voto 

 

 

 

GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO 

Magistrada 

 

 

 

CRISTINA PARDO SCHLESINGER 

Magistrada 
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Magistrado 
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Secretaria General 

 

 


